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INTRODUCCIÓN

En ocasiones anteriores, en otras publicaciones, me he la­
mentado del vacío que se observa en los estudios históricos 
americanistas en lo referente a la materia institucional.

De una parte, la concepción que pudiéramos llamar imperia­
lista o militar de la Historia, y de otra, la concepción arqueo­
lógica, han sido causa de que en la atención de los historiado­
res prepondere con predominio excesivo el estudio de la histo­
ria externa sobre el de la llamada historia interna o social.

No está el remedio en disminuir el estudio de la primera, 
sino en acreecer e intensificar el de la segunda. Afortunada­
mente, en estos últimos años se está operando una reacción, de­
bida principalmente a los autores norte y sudamericanos que 
intentan reconstituir el proceso histórico de la formación polí­
tica, jurídica, económica, cultural, etc., de las nacionalidades
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de Hispano-América, emprendiendo, al efecto, el estudio de las 
instituciones hispanoindianas.

Una contribución a esta tarea (1) pretende ser el actual estu­
dio, consagrado al examen histórico de la organización territo­
rial hispanoindiana. El problema de la tierra se halla colocado 
en la actualidad en el primer plano en el cuadro de los proble­
mas mundiales de carácter económico-social. Lo está más todavía 
en las naciones americanas, la índole de cuya economía es esen­
cialmente agraria, y en las cuales el régimen territorial y sus 
vicisitudes han ejercido tan directo influjo en su organización 
y vida políticas.

Otro hecho acrece el interés del tema: el hecho de que la or­
ganización agraria hispanoindiana ofrece un tipo de propiedad 
territorial en el que se tendió a asegurar los imperativos de 
eficacia económica y justicia social que integran lo que hoy de­
nominamos la función social de la propiedad del suelo.

No obstante la importancia del tema, no ha suscitado inves­
tigaciones numerosas, salvo los interesantes trabajos de Lu­
ciano Herrera (2). Esquivel Obregón (3), Gerónimo Becker (4) 
y otros, en especial las valiosas Lecciones de historia económica 
en el virreinato del Plata, desarrolladas por el ilustre profesor 
Levene (5).

En anteriores trabajos dediqué atención a aspectos parciales 
de este problema. En el presente lo examinaré desde un punto 
de vista más amplio, deteniéndome especialmente en el estudio 
de un factor de la organización agraria colonial escasamente 
conocido, las tierras de comunidad, y en el de las consecuencias 
del régimen territorial hispanoindiano en orden al bienestar 
de los indígenas.

(1) Una contribución más amplia la representará mi libro, en próxima 
publicación, El estatuto del súbdito y del obrero indígena en la colonización 
española, en el que abordo el estudio de las instituciones sociales — sin in­
vestigar todavía, —judiciales, etc., en que encarnó la política indiana.

(2) España y los indios en América, Congreso de historia y geografía his­
panoamericana, Sevilla, 1914.

(3) Influencia de España y los Estados Unidos sobre Méjico, Madrid, 1918.
(4) La política española en las Indias, capítulo III, Madrid, 1920.
(5) Véase Humanidades, tomo IV.
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I

La nacionalización del suelo americano

BASES FUNDAMENTALES DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL

Las Ordenanzas de descubr imientos y poblaciones — la gran obra 
legislativa de Ovando — y otras varias leyes de la Recopilación 
de Indias organizaron la propiedad agraria colonial sobre estas 
bases : Ia Que todas las tierras de América pertenecían como 
único propietario al Estado; 2a Que una vez concedidas por él a 
los particulares, mediante el pago anual de la composición, la 
cesación o negligencia en el cultivo, es causa eficiente e inme­
diata de la pérdida de las tierras y de su adjudicación a quien 
se obligue a labrarlas; 3a Que la metrópoli proporcionaría a 
cada indígena el respectivo lote de tierra para su sustento y el 
de su familia, mediante reparto de tierras y medios de cultivo; 
y 4a Que las autoridades coloniales ejercerían la intervención 
e inspección necesarias para asegurar el cultivo permanente de 
las tierras y el cumplimiento de esta obligación por parte de los 
poseedores.

En efecto, por ley de 20 de noviembre de 1578, reiterada en 
8 de marzo de 1589 y 1°'de noviembre de 1591, dictadas por 
Felipe II, con precedentes legislativos anteriores, se formula 
el principio de lo que hoy llamaríamos en términos de colecti­
vismo, la nacionalización del suelo americano, declarando «que 
por haber Nos sucedido enteramente en el señorío de Indias » 
pertenecían todos sus suelos y tierras al Estado, el cual, dis­
poniendo de ellas a su voluntad, «según y como nos pertene­
cen», señalaba una parte como propiedad comunal de los pue­
blos; otra para repartir a los indios «lo que buenamente hu­
bieren menester para hacer sus sementeras y crianzas, confir­
mándoles en la que ahora tienen y dándoles de nuevo lo nece­
sario». Y finalmente el resto se repartiría a los españoles en 
composición, disponiéndose para ello la realización de una li­
quidación territorial con carácter general en todas las Indias: 
se efectuaría una revisión de los títulos de posesión de tierras,
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debiendo, al efecto, hacer los virreyes y Audiencias que se los 
presentaran todos los poseedores, para que, una vez examina­
dos, conservando la posesión a quienes tuvieren título válido, 
«toda la tierra que se posee sin justos y verdaderos títulos se 
nos restituya según y como nos pertenecen ».

He aquí en su integridad esta ley fundamental: « Por haber 
Nos sucedido enteramente en el señorío de las Indias y perte­
necer a nuestro patrimonio y corona real, todos los suelos y 
tierras que no estuvieren concedidos por los señores reyes nues­
tros progenitores o por Nos o en nuestro nombre, conviene que 
toda la tierra que posea sin justos y verdaderos títulos, se nos 
restituya según y como nos pertenece, para que reservando 
ante todas las cosas las que a Nos y a los virreyes, audiencias 
y gobernadores pareciere necesarias para las plazas, exidos, 
propios, pastos y baldíos de los lugares y concejos que están 
poblados, así por lo que toca al estado presente en que se halla 
como el porvenir, y al aumento que puedan tener; y repartiendo 
a los indios lo que buenamente hubieren menester para labrar 
y hacer sus sementeras y crianzas, confirmándoles en lo que 
ahora tienen y dándoles de nuevo lo necesario, toda la demás 
tierra quede y esté libre y desembarazada para hacer merced 
y disponer de ella a nuestra voluntad. Por todo lo cual ordena­
mos y mandamos a los virreyes y presidentes de audiencias pre­
toriales que cuando les pareciere, señalen término competente 
para que los poseedores exhiban ante ellos y los ministros de 
sus audiencias que nombraren, los títulos de tierras, estancias, 
chacras y caballerías; y amparando a los que con buenos títu­
los y recaudos o justa prescripción poseyeren, se nos vuelvan 
y restituyan las demás para disponer de ellas a nuestra vo­
luntad » (ley XIV, tít. XII, lib. IV, de la Recopilación de In­
dias).

Otras varias disposiciones posteriores a Felipe II confirman 
el régimen territorial regulado en tiempo de dicho monarca y 
completan su reglamentación. Así se dispone que las composi­
ciones de tierras se hagan con acuerdo de la Junta de Hacienda 
«donde ha de constar que nos pertenecen» (ley XVI, tit. 
XII, lib. IV); Felipe IV, «considerando el mayor beneficio de 
nuestros vasallos », ordenó se dieran a composición absoluta-
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mente todas las tierras que hiciera diez años que las poseían 
(leyes XV y XIX, tit. XII, lib. IV).

Las tierras en que hubieren hecho los indios acequias u otro 
cualesquier beneficio, « con que por su industria personal se 
haya fertilizado », debían reservarse en primer término como 
de su propiedad, o sea el derecho de presura en la más amplia 
forma que puede darse, pues el enriquecimiento de una tierra 
por el trabajo en cualquiera de sus manifestaciones, cuanto en­
volviese una mejora de fertilización, era con arreglo a esta ley, 
medio adquisitivo de la propiedad territorial (1).

Otros rasgos colectivistas integran este régimen. Dispúsose 
que todas las tierras americanas « una vez alzado el pan, sean 
de pasto común », o sea la institución del compascuo y derrota 
de mieses, tradicional en España y que aún subsiste (2).

Desde principios del siglo xvi hallábase dispuesto que en 
Indias fuesen comunes los montes, pastos y aguas (3).

Se legisla sobre el riego, reconociéndose la autonomía jurí­
dica de los indios y su jurisdicción sobre los españoles en la 
distribución de las aguas: «la orden que tenían los indios para 
el reparto de las aguas, se guarde entre los españoles, y para 
esto intervengan los mismos naturales que antes lo tenían a su 
cargo, con cuyo parecer sean repartidas, y se dé a cada cual el 
agua que deba tener; pena, que al que quisiere repetir y la 
tomase por su propia autoridad, le sea quitada hasta que todos 
los inferiores a él rieguen las tierras y tomen las aguas señala­
das » (ley II, tít. XVII, lib. IV).

Tendiendo a evitar que existiesen terrenos baldíos, se dis­
pone que si en lo ya descubierto hubiere sitios conocidos como 
muy aptos para el cultivo, los virreyes y presidentes den a 
quien se encargue de beneficiarlos, tierras, aguas y solares, con­
forme a la disposición de tierra (4); díctanse disposiciones or­
denando que determinados territorios que se encuentran incul­
tos se entreguen a quienes se obligaren a cultivarrlos; así la

(1) Ley XVIII, título XII, libro IV.
(2) Ley VI, título XVII, libro IV.
(3) Leyes VI y VIII, título XVII, libro IV.
(4) Ley IV, título XII, libro IV.
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ley que ordena que las muchas tierras infructíferas existentes 
en la villa de Tolú, las cuales no tiene « otra aplicación que el 
beneficio de la agricultura y labranza », se repartan entre quie­
nes las cultiven.

La concesión de toda clase de tierras se hacía con la estricta 
obligación legal de cultivo y la cláusula de privación de ellas, 
más una multa en caso de incumplimiento de dicha obligación.

«Los que aceptaren asiento de caballerías y peonías (1) se 
obliguen a tener edificados los solares, poblada la casa, hechas 
y repartidas las hojas de tierra de labor y haberlas labrado, 
puesto de plantas y poblado de ganados las que fueren de pasto, 
dentro del término limitado, repartido por su plazo y decla­
rando lo que en cada una ha de estar hecho, pena de que pierdan 
el repartimiento de solares y tierras y más cierta cantidad de 
maravedís para la República, con obligación en pública forma 
y fianza llana y abonada (2). »

Y por otra ley se dispuso « que todos los vecinos y morado­
res a quienes se hiciera repartimiento de tierras sean obligados, 
dentro de los tres meses que le fueren señalados, a tomar pose­
sión de ellas y plantar todas las lindes y confines que con las 
otras tierras tuvieren de sauces y árboles, siéndole en tiempo, 
por manera que de más de poner la tierra en buena y apacible 
disposición, sea parte para aprovecharse de la leña que hubie­
ren menester, pena que si no tuvieran puestas las dichas plan­
tas, pierdan la tierra, para que se pueda proveer y dar a otros 
cualesquier pobladores, lo cual se entienda no solo en las tie­
rras, sino en los pueblos y zanjas qne tuvieren en las lindes de 
cada ciudad y pueblo » (3).

Como se ve, la ley del cultivo obligatorio, el cristiano princi­
pio de la adprisión, constituía en gran parte la base de la cons­
titución territorial y agrícola en nuestro régimen colonial: el 
principio legal de obligatoriedad del cultivo, significando el 
deber legal de todo propietario de contribuir mediante el minis­
terio social de su propiedad al bienestar público; el principio

(1) Extensiones de tierra dimensiones determinadas.
(2) Ley III, título XII, libro IV.
(3) Ley II, título XII, libro IV.
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de expropiación forzosa por causa de utilidad social, indicando 
la intervención del Poder público — como encargado de velar 
por la justicia y el bienestar de la colectividad — para asegurar 
el cumplimiento de tal obligación, privando de su propiedad y 
sancionando con multa al propietario que haga uso ilícito de ella 
o atente al interés de los demás asociados al no explotarla; y, 
finalmente, asegurando la productividad de las tierras, al entre­
garlas a quien a su labranza se comprometa.

COMPOSICIONES Y REPARTO DE TIERRAS. LA PROPIEDAD 
COMUNAL DE LOS PUEBLOS

Factor esencial del régimen territorial americano, lo consti­
tuían las tierras de patrimonio comunal de los pueblos.

Como dice Joaquín Costa (1), lejos de organizar los españoles 
el suelo americano sobre bases de individualismo, se inspiraron 
en ideas semicolectivas, constituyendo parte principal de esta 
organización las tierras concejiles, de propiedad y aprovecha­
miento comunal para todos los vecinos.

« Si la disposición de la tierra diese lugar para poblar alguna 
villa de españoles, con concejo de alcaldes ordinarios y regido­
res, y hubiese persona que tome asiento para poblarla, se haga 
la capitulación con estas calidades: que dentro del término que 
le fuere señalado, por lo menos tenga treinta vecinos y cada uno 
de ellos una casa, diez vacas de vientre, cuatro bueyes, o dos 
bueyes y dos novillos, una yegua de vientre, una puerca de 
de vientre, veinte ovejas de vientre de Castilla y seis gallinas 
y un gallo (2).»

Dispónese aseguida «que el que tomare asiento de población, 
le hará también con cada uno de los particulares que se regis­
traren para poblar y se obligará a dar en el pueblo designado, 
solares para edificar casas, tierras de pasto y de labor, en tanta 
cantidad de peonías y caballerías cuanta cada uno de los po­
bladores se obligare a edificar, con que no exceda ni dé a cada

(1) Colectivismo agrario en España, página 65, Madrid, 1898.
(2) Ley VI, título V, libro IV; ordenanzas 88 y 89 de poblaciones.
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uno, más de cinco peonías ni más de tres caballerías, según la 
distinción y mensura expresadas en las leyes del título del re­
partimiento de tierras, solares y aguas» (1).

Al efecto, se procedería inmediatamente al reparto del «tér­
mino y territorio» en la forma siguiente: «Sáquese primero lo 
que fuere menester para los solares del pueblo y exido competente y 
dehesa en que pueda pastar abundantemente el ganado que han 
de tener los vecinos, y más otro tanto para los propios; el resto 
del territorio y término, hágase cuatro partes: la una de ellas 
que escogiere, sea para el que está obligado a hacer el pueblo; 
y las otras tres, se repartan en suertes iguales para los pobla­
dores (2).»

La creación y organización de propios en todos los pueblos, es 
objeto de atención especial. Por ley de Carlos V dictada en 
1523, reiterada en la ordenanza 130 de poblaciones, se ordena 
la determinación y señalamiento de tierras para propios. «Ha­
biendo señalado competente cantidad de tierras para exido de 
la población y su crecimiento, en conformidad de lo proveído, 
señalen los que tuvieren facultad para hacer el descubrimiento 
y nueva población, dehesas que confinen con los exidos, en que 
pastan los bueyes de labrar, caballos y ganados de la carnice­
ría, y para el número ordinario de los otros ganados que los po­
bladores por ordenanza han de tener, y alguna buena cantidad 
más, que sea propios del concejo; y lo restante en tierras de la­
bor, de que hagan suertes; y sean tantas como los solares que 
pueda haber en la población; y si hubiera tierras de regadío, 
asimismo se hagan suertes y repartan en la misma proporción a 
los primeros pobladores, y las demás, queden baldías, para que 
Nos hagamos merced a los que de nuevo fueren a poblar; y de 
estas tierras hagan los virreyes separar las que parecieren con­
venientes para propios de los pueblos que no las tuvieren, de 
que se ayude a la paga de salarios de los corregidores, deján-

(1) Ley IX, título IV, libro IV.
(2) Ley VII, título VIII, libro IV. En la ordenanza 129 de poblaciones 

preceptúase « que los exidos sean en tan competente distancia, que si cre­
ciere la población, siempre quede bastante espacio para que la gente so 
pueda recrear y salir los ganados sin hacer dafio ».
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do exidos, dehesas y pastos bastantes como está proveído (1).»
Y persiguiéndose sobre todo la eficacia de la obra, no se pre­

ceptúan disposiciones generales ni incompletas, sino con seña­
lamiento de términos taxativos y ejecutivos. «Luego, sin dila­
ción, que las tierras de labor sean repartidas, siembren los po­
bladores todas las semillas que llevaren y pudieran haber, de 
que conviene que vayan muy proveídos; y para mayor facilidad 
el gobernador dipute una persona que se ocupe en sembrar y 
cultivar la tierra, de pan y legumbres, de que luego se puedan 
socorrer; y en la dehesa, echen todo el ganado qne llevaren y 
pudieren juntar, con sus marcas y señales, para que luego comien­
cen a criar y multiplicar, en partes donde esté seguro y no haga 
daño en las heredades, sementeras ni otras cosas de los indios (2).»

El gobernador y justicia del pueblo harían cumplir estas obli­
gaciones jurídico-económicas de población y cultivo, con todo 
rigor «y los regidores y pobladores de concejo pidan con ins­
tancia contra los pobladores que a los plazos (3) en que están 
obligados, no hubieren cumplido» (4). Las autoridades superio­
res, virreyes y audiencias, velarían y fiscalizarían a su vez su 
cumplimiento.

«Luego que sea hecha sementera y acomodado el ganado en 
tanta cantidad y buena prevención que con la ayuda de Dios 
Nuestro Señor, puedan esperar abundancia de bastimentos » (5), 
comenzarían la edificación del nuevo núcleo rural. « Los pobla­
dores dispongan que los solares, edificios y casas sean de una 
forma, por el ornato de la población y puedan gozar de los vien­
tos Norte y Mediodía uniéndolos para que sirvan de defensa y 
fuerza contra los que quisieren estorbar o infestar; y procuren 
que en todas las casas puedan tener sus caballos y bestias de 
servicio, con patios y corrales, y la mayor anchura que fuere 
posible, con que gozarán de salud y limpieza » (ley XVII, tít. 
VII, lib. IV).

(1) Ley XIV, título VII, libro IV.
(2) Ley XXVI, título VII, libro IV.
(3) Los indicados al comienzo de la primera parte de este estudio.
(4) Ley XXI, título VII, libro IV.
(5) Ley XV, título VII, libro IV.
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Un título se consagra en la Recopilación de Indias a la deter­
minación de las condiciones de toda índole qne habían de pre­
sidir a la fundación de poblaciones, materia intimamente rela­
cionada con el régimen territorial agrario, y digna de nota 
porque constituye la primera y remota manifestación que ha 
tenido la ciencia urbanística en el nuevo mundo.

Antes de emprender la fundación de nuevas poblaciones, de­
bían informarse cumplidamente de la salubridad del terreno, 
«si existen en él hombres de mucha edad y mozos de buena 
complexión; si hay alimentos sanos, frutos y mantenimientos 
buenos y tierras aptas para sembrar; si existen cosas nocivas; 
si los aires son puros, el clima cálido o frío; si se crían en ellas 
pastos y metales, si hay aguas, si tiene buenas entradas y ca­
minos por mar y tierra para comerciar, si hay indios dedicados 
a la labor o a oficios ».

Examinadas estas condiciones, debían fundarse los pueblos 
en sitio levantado, sano y fuerte; no en lugares muy altos, por 
causa de los excesivos vientos y la dificultad de comunicacio­
nes, ni en los muy bajos, «porque suelen ser enfermos»; sino 
en los medianamente levantados, «que en ellos corren pocos vien­
tos del norte y sur». En caso de ser necesario fundarlos en las 
tierras, debía ser por la parte de levante y poniente, y en las 
partes no sujetas a nieblas, «haciendo observación a lo que más 
convenga a la salud y accidentes que se pueden ofrecer». Si a 
orillas de los ríos, sea en parajes que al salir el sol dé primera­
mente en el pueblo que en las aguas. A ser posible, debía evi­
tarse el establecer pueblos en lugares marítimos por no ser sa­
nos, no darse allí las gentes el trabajo ni formarse buenas costum­
bres ; tampoco debían crearse cerca de lagunas, ni pantanos, a fin 
de que no hubiese corrupción de aguas y aires, debiendo elegirse 
los lugares más sanos, fértiles y abundantes en pastos, leñas, sem­
brados, metales, materiales para la edificación, aguas dulces cer­
ca, que se pueden conducir al pueblo, derivándolas, a ser posible; 
donde hubiere mayores y más fáciles comunicaciones, por lo 
cual se dispone » que se procure fundarlos cerca de los ríos na­
vegables, a fin deque mejor se pueda trajinar y comerciar» (1).

(1) Título VII, libro IV, De la fundación de poblaciones.
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DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS

Para conocer con más amplitud el régimen territorial hispa- 
noindiano, es preciso tener en cuenta otra multitud de dispo­
siciones complementarias que integraban el armazón total de 
la propiedad agraria, estructurándola con arreglo a bases de 
-eficacia productiva en el terreno económico, y de justicia social 
en el orden jurídico.

Así, el ciclo de disposiciones que organizaron como función 
obligatoria de las autoridades coloniales la obra colectivista de 
suministrar a los indios instrumentos de labor, a más de tierras 
— a lo que ya aludimos, — proporcionarles instrucción agrícola 
e inducirles a esta dedicación.

Los corregidores y justicias tenían que « procurar e industriar 
a los indios para que se aprovechen de la tierra, labrándola y 
cuidando su cultura y fertilidad, para su utilidad y aprovecha­
miento»; cuidar «de que los indios labradores se ocupen en la' 
brar y trabajar la tierra y hacer sementeras» (ley XXIII, tít. 
II, lib. V y XXI, tít. I, lib. VI).

Dispónese que los indios de las estancias se les repartan tie­
rras e instrumentos de cultivo (1).

(1) Estas disposiciones fueron precedidas unas veces y secundadas otras 
-por la iniciativa o la actuación de eclesiásticos y funcionarios coloniales.

El obispo virrey Ramírez de Fuenleal, escribía a Carlos V hablándole 
de que «ha repartido entre los indios, ovejas y carneros y críanlos con 
grande amor ». Pide que en todas las naves que fuesen a América se en­
víen ovejas merinas y plantones de olivo para repartir a los indios (Iz- 
calbalckta, Vida de fray Zumárraga, pág. 237, Méjico, 1882).

Los medios que empleaban para convertir a los indios los misioneros 
del país de los Mainas, eran «repartirles de continuo cuando pidan y ne­
cesiten, especialmente herramientas, que es lo qne siempre quieren para 
sus casas y sementeras»), Figüeroa, Relación de las misiones de loe jesuítas 
en el país de los Mainas, página 321, Madrid, 1904.

Dispúsose que los indios pagasen parte del tributo en especie, a fin de 
obligarles al cultivo y crianza de ganados (B. Cobo, Historia del Nuevo 
Mundo, ed. de 1892, t. II, pág. 358). Una ley en que se ordena que el pa­
go del impuesto lo realicen con los fondos de las cajas de comunidad, 
.prohíbe que la parte que correspondiere tributar en especie la substituyan

HUMANIDADES — T. X 6
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En otra ley, encabezada con el título : « que a los indios se 
señale tiempo para sus heredades y granjerias, y se procure 
que las tengan», se dispone lo siguiente : «Justo es que a los 
indios quede tiempo para labrar sus heredades y las de comu­
nidad, y que los virreyes y gobernadores señalen el que hubie­
ren menester, de forma que puedan acudir a sus granjerias, pro­
curando las tengan, con que serán más aliviados y la tierra más 
abastecida. Así lo mandamos» (ley XXIII, tít. I, lib. V).

Se estableció la concesión especial de tierras para la intro­
ducción y desarrollo de determinados cultivos como el del al­
godón (1). Idéntico sistema se siguió para otros, como el de la 
grana, la seda, lana, milpas, creándose al efecto funcionarios 
especiales, jueces, de que luego hablaremos.

Se crea y organiza la institución de los pósitos, por el patrón 
de la organización española. Un título existe en la Recopilación 
de Indias para regular esta materia.

Reglaméntase la conservación y fomento del patrimonio fo­
restal americano. Los encomenderos debían hacer que los indios 
puestos bajo su patronato plantasen árboles en sus tierras; los 
visitadores tenían idéntica obligación respecto a los indígenas 
de toda la provincia. Velarían los gobernantes americanos, por­
que las cortas para enmaderamientos se efectuaran en época 
conveniente «a la duración y firmeza» de los árboles (2). Ya 
desde un principio en las Instrucciones a Ovando (1509) se le 
manda vigilar la conservación de los bosques americanos, prohi­
biéndose la tala y consintiéndose únicamente cortas que no 
produjeran diminución forestal.

Finalmente, se organiza la inspección para asegurar la obli­
gatoriedad del cultivo. La ley XXVIII, título II, libro V, en­
cabezada con el título «Que los gobernadores procuren que se 

con el metálico de las cajas, «y así se ha de dar a entender a los indios, 
caciques y corregidores, para que con esto acudan al trabajo, labranza y 
crianza, y no anden ociosos y vagabundos » (ley XIV, título IV, libro IV).

(1) Apéndice, documento IV. Véase Viñas Mey, Las compañías de comer­
cio y el resurgimiento industrial de España en el siglo XVIII, en Revista na­
cional de economía, página 268, 1922.

(2) Ley XII, título XVII, libro IV.
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beneficien y cultiven las tierras con encargo de la misión», dis­
pone : « que a los gobernadores corregidores y alcaldes mayores 
se les de instrucción para donde fueren proveidos u orden par­
ticular del más del título para que procure se beneficie y culti­
ve las tierras, de forma que produzca todos los frutos permiti­
dos, interponiendo con particular cuidado los medios justos y 
convenientes; con apercibimientos de que se les hará cargo en 
sus residencias y serán condenados a las penas correspondien­
tes a la omisión, y en las comisiones se declare así».

Además de esta fiscalización general que a todas las autori­
dades competía para efectivar el principio legal de cultivo obli­
gatorio, existía en orden a determinados cultivos inspección 
especial, a cargo de funcionarios exclusivamente investidos de 
esta misión. La ley que a continuación insertamos, nos dará 
clara idea de ella.

«Encargamos y mandamos a los virreyes de la Nueva España 
que provean y den todas las órdenes que fueren más convenien­
tes para que los indios con mucha diligencia y asistencia se 
apliquen a reconocer y cultivar los nogales donde se cría la gra­
na en la provincia de Chalco, y en todas las demás, procurando 
extender esta cultura y granjeria a las otras partes y provin­
cias donde fuere posible: y que los jueces que la tienen a su 
cargo, compelan a los indios por los medios que permite el de­
recho y leyes de este libro a que así lo hagan» (ley XVII, tít. 
XVII, lib. IV).

Puédense citar otros datos acerca de la actuación de estos 
jueces. En la Instrucción (1) que hizo el virrey don Martín En- 
rriquez para su sucesor lo cual contiene todo los que los vi­
rreyes tienen a que acudir en esta tierra », se dice lo siguiente: 
« mas después que yo lo tomé y se puso en el punto en que 
ahora está (se refiere a la producción textil) mandando juez para 
el registro y justicia a los pueblos donde se creía que hicieron 
trabajar a los indios con diligencia en ello... » Encarece luego a 
su sucesor la necesidad de que nombre jueces para la grana y

(1) Instrucción por mandato de S. M. que hizo el virrey don Martín Enrri- 
quez, para el conde de Coruña, en Colección de documentos inéditos del Archivo 
de Indias, tomo III, páginas 489 y 490.
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para la seda, encargándoles el « cuidado de su aumento para 
que vayan adelante » esas producciones.

En el régimen de comunismo cristiano de las reducciones del 
Paraguay existió, con carácter general, esta intendencia y su­
perintendencia del cultivo. Para que los indígenas no dejaran 
sin labrar sus posesiones, sus tapribaés, se nombraban algunos 
indios con el título de alcaldes, encargados de recorrer las tierras 
para enterarse no sólo de que se cultivaban, sino de si eran ob­
jeto de apropiado cultivo; y sobre todos ellos ejercíase la ac­
ción inspectora del cura, jefe de cada reducción, que velaba 
porque dichos alcaldes desempeñaran puntualmente su misión, 
y castigaba a los indígenas que abandonaran la explotación de 
sus tierras o no las labrasen debidamente (1).

II

Tierras de Comunidad y Cotos de previsión

Existió en la colonización española otro sistema de explota­
ción agrícola exclusivamente indígena, de capitalísimo interés, 
la institución de las Cajas de comunidad.

Por su origen que, derivando de la vieja organización incá­
sica, se enlaza en singular consorcio con la que implantó la Me­
trópoli; por su régimen de explotación colectiva, gastos y be­
neficios comunes; porque constituye el único sistema de previ­
sión de que hay noticia en la historia colonial anterior a nues­
tro siglo; y por su finalidad de previsión general y obligatoria, 
debemos prestar a esta materia especial atención.

A más de la regulación contenida en la Recopilación de In­
dias y en la Colección de documentos inéditos para la Historia 
de América, existe abundante documentación inédita en la Bi­
blioteca Nacional, con arreglo a la cual nos será posible esbozar 
brevemente la génesis e historia de este original sistema de 
explotación agraria.

(1) Véase P. Hernández, Doctrinas guaraníes, páginas 207¡y siguientes, 
Barcelona, 1911.
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NATURALEZA Y ORIGEN HISTÓRICO DE LAS CAJAS
DE COMUNIDAD

En todo pueblo o agrupación de indios debía constituirse 
una de estas Cajas, el destino de cuyos fondos era gastarse en 
beneficio común de los indígenas para los fines siguientes: el 
sostén de sus hospitales; de sus « bienes de pobres », o sea el 
auxilio a las viudas, huérfanos, enfermos, inválidos; para ayu­
dar a sufragar los gastos de las misiones, colegios y demás 
elementos de conversión; el sostenimiento de seminarios y cole­
gios para hijos de caciques; para permitirles realizar sin detri­
mento de sus bienes individuales el pago del tributo, y en ge­
neral para que fuese ayuda, socorro y alivio en sus restantes 
necesidades (1).

En las cajas de comunidad ingresarían «todos los bienes en 
oro, plata, reales, barras, joyas, especies o cantidades » que « el 
cuerpo y colección de indios de cada pueblo tuviere para que de 
allí se gaste lo preciso en beneficio común de todos y se atienda 
a su conservación y aumento y todo lo demás que convenga, 
distribuyéndolo por libranzas, buena cuenta y razón ». Y no se 
podían introducir en ellas, « otros bienes que no pertenezcan a 
indios en común».

El caudal de las cajas se alimentaba de tres distintas fuentes 
de ingresos: una agrícola, otra industrial y otra censal.

La primera estaba constituida por el importe de los produc­
tos agrícolas obtenidos del cultivo de ciertas extensiones de 
terreno (diez brazas en Méjico) que colectivamente se hallaban 
obligados a hacer los indios de cada región, para el sostén de su 
caja de comunidad respectiva.

La producción cosechada vendíase en pública subasta y el 
importe metálico ingresaba en la Caja de comunidad (2).

La fuente industrial constituíanla los obrajes, fabricaciones

(1) Título IV, libro VI, de las leyes de Indias; Archivo Histórico na­
cional, Cedulario índico, tomo XXXIII, número 297.

(2) Biblioteca Nacional, manuscrito número J-49-2989, página 225 ; 
Colección de Pacheco y Cárdenas, tomo XIX, página 190.
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de paños que los indios poseían en comunidad para alimentar 
sus cajas.

Finalmente el tercer origen de ingresos pecuniariamente de 
los más importantes y de gran interés por lo original y curioso 
de este sistema de obtención de recursos para la previsión y 
socorro común, eran las pensiones de los censos a que entrega­
ban sus tierras de comunidad los indígenas.

Con arreglo a tan interesante sistema, ordenado a la función 
de previsión, se organizó en torno a la figura jurídica del censo 
reservativo, un complexo mecanismo crediticio e hipotecario 
que descansaba en la doble base de la contratación privada 
mediante el sistema de censos, y del crédito público, mediante 
el sistema de juros.

Las disposiciones de la Recopilación de Indias acerca de los 
« Censos de indios», y diversas reales cédulas, inéditas en la 
Biblioteca Nacional de Madrid, nos proporcionan idea de cómo 
funcionaba esta organización económico-financiera de previsión. 
Una de tales disposiciones inéditas insertamos en el Apéndice.

Los dos primeros medios de obtención de recursos son de 
origen hispano-indígena; por ellos se relaciona esta institución 
con sus primitivas fuentes, con la forma que tuvo la previsión 
en el régimen incásico; el tercero es de intrucción netamente 
española.

Examinémoslo.
Es quizá el problema más interesante de todos los que 

afectan a las Cajas de comunidad, la determinación de su ori­
gen histórico y las primeras etapas de su desenvolvimiento.

En el régimen tan conocido y célebre del colectivismo pe­
ruano de tiempo de los Incas, las tierras del Imperio dividíanse 
en tres partes: una se cultivaba en común por todos los indios 
para el inca en concepto de tributo; otro en la misma forma 
para el culto (Guacas); y la tercera distribuíase al pueblo cada 
año por familias proporcionalmente al número de miembros de 
que se componía, un «tupu » por cada varón, medio por cada 
hembra, perteneciendo la cosecha en propiedad individual a la 
familia. Una parte de estas tierras se cultivaba en forma colec­
tiva para el socorro y sustento, de ancianos, enfermos y viudas.
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El ganado formaba grandes rebaños comunes, se repartía 
por idénticas reglas de proporción que la tierra: inca, culto, 
familia y desvalidos.

Nuestros primitivos historiadores y naturalistas de Indias 
nos relatan maravillados cómo, merced a ese régimen, no era el 
trabajo, la labor agrícola para los indios, carga indeseada y 
amarga, antes, al contrario, causa de júbilo y regocijo, pues en él 
veían la fuente para su bienestar personal, y para el socorro a 
sus deudos y familiares desvalidos, realizándolo con gran cere­
monia, vestidos de fiesta y entre gozosos cantos guerreros y bu­
cólicos.

La labor del campo — refiere Bernabé Cobo — teníanla por 
ejercicio entretenido y regocijado, y, en realidad de verdad, por 
tal la tienen todavía particularmente en las provincias de la Sie­
rra, pues casi se convidan y convocan los amigos y parcialidades 
y pueblos enteros a arar sus chácaras, y los convidados acuden 
con tanta voluntad como si los convidaran a bodas sin llevar 
otra paga, más que comer y beber a costa del dueño déla he­
redad, el cual para estas juntas se previene de cantidad de 
chicha (vino de maíz)... Y continúan la labor todo el tiempo que 
dura con el mismo placer y alegría que la comenzaron, regoci­
jándose con cantares a su usanza (1).

En súma, que al decii’ de los cronistas de Indias, en el ejer­
cicio de la labor agrícola, en el régimen peruano, casi realizá­
base ese bello y utópico ideal de transformar en placer el tra­
bajo, tal como lo soñaba el creador de los Falansterios y que 
Mably el iluso satélite de Rousseau, daba como semiconseguido 
por nuestros jesuítas en el régimen comunista de las reduccio­
nes pacuarenses.

i Cómo tenía lugar esta forma de labranza común para asis­
tencia de los pobres desvalidos? « Éstos (losindios comunes) —

(1) Véase, sobre todo esto: Garcilaso, Comentarios reales, libro V, capí­
tulo IV; libro IV, capítulo XXIV; Acosta, obra citada, libro VI, capítulo 
XV; Cobo, tomo III, página 248 ; Polo de Ondegardo, Relación acerca 
de la perpetuidad de las encomiendas, Colección de documentos inéditos, de 
Pacheco y Cárdenas, tomo XVII, página 32 ; Colección de documentos 
inéditos de Ultramar, de Torres Mendoza, tomo VII, página 461; Costa, 
obra citada.
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dice Bernabé Cobo — repartían entre sí por rayas las tarea» 
que a cada uno cabía trabajar, la cual tarea medida llamaban 
suyu; y después de ser repartidas las tareas metía cada uno 
en la suya sus hijos y mujeres y toda la gente de su casa para 
que le ayudara y el que más peones tenía, acababa más pronto 
su parte y suyu ; y era tenido entre ellos por hombre rico, y por 
pobre, el solo que no tenía quien le ayudase a acabar su tarea, 
el cual continuaba trabajando.»

Al advenimiento de los españoles al Perú, desapareció con la 
organización incásica esta forma de labranza común, hasta que 
un virrey de gloriosa memoria, cuya actuación, como decía Pola 
de Ondegardo, tarde podrá olvidarse en América, apreciando 
lo que, perfeccionada bajo el gobierno español, podía beneficiar 
a los indígenas, la introdujo de nuevo, dando, mediante su dis­
posición, carta de naturaleza española a esta vieja institución 
peruana.

La noticia casi desconocida de esta iniciativa del ilustro 
virrey, no nos la ha proporcionado ningún historiador, sino un 
economista, el licenciado Murcia de la Llana, que en un memo­
rial dirigido a Felipe III, hacia 1624, proponiéndole un arbitrio 
fiscal, inspirado en el colectivismo peruano, para desempeñar a 
nuestra hacienda de las deudas que la agobiaban, refiere cómo 
ese régimen mediante el cual « aquellos bárbaros incas hacían 
que de lo que fertilizasen (los indios), curaran a sus enfermos y 
pagaran sus gabelas y pechos, habiéndose perdido después que 
los españoles dominaron su reino lo tornó a introducir don An 
tonio de Mendoza uno de los primeros virreyes del Perú» (1).

Poco después vemos existente esta institución en todos los 
territorios americanos, introducida por las autoridades colonia­
les. Una ley de la Recopilación de Indias lo preceptuaba a los 
oidores visitadores en su visita trienal al territorio de cada 
audiencia.

Uno de los elementos capitales de dicha institución no exis-

(1) Murcia de la Llana, Papel sin portada ni fecha; hállase en la sala 
de Varios, de la Biblioteca Nacional, Felipe IV, paquete en folio número 
23. Costa, en su obra citada, dió a conocer este Memorial al hablar de los 
economistas españoles inspirados en el colectivismo peruano : Polo de On­
degardo, Acosta y Murcia de la Llana.
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tente en su. organización incásica, el acensuamiento colectivo 
de tierras — a manera, en cierto modo, de los sindicatos agrarios- 
modernos — al cual debieron principalmente su vigor económico 
las Cajas, es asimismo de introducción española. Por obra del 
virrey del Perú don Francisco de Toledo, quien lo inició con 
unas tierras usurpadas a los indios por sus encomenderos, las 
cuales restituyeron éstos a su muerte, dándolas entonces el vi­
rrey a censo, para que sus rentas acreciesen el caudal de las 
Cajas de comunidad de los indios agraviados (1).

Y es que la implantación y desarrollo de este sistema de ex- 
plotación agraria colectiva, es en los primeros tiempo obra ex­
clusiva de la acción de los virreyes, sin intervención del poder 
central. Su desenvolvimiento histórico ofrece un curso total­
mente distinto al de las restantes instituciones coloniales, un 
curso que pudiéramos decir de abajo a arriba.

Así como las demás instituciones y formas de nuestra admi­
nistración colonial son planeadas y reglamentadas por el go­
bierno central por el Rey y el Consejo de Indias en España y 
los virreyes y las audiencias y los otros miembros del gobierno 
americano sus ejecutores, quienes con arreglo a las instruccio­
nes recibidas se entregan sobre el terreno a aplicarlas y llevar­
las a la práctica, las Cajas de comunidad, a base del régimen 
precolombino surgen por la acción de los virreyes; éstos y las 
audiencias, corregidores, etc., son quienes las regulan, impulsan 
y administran y cuando más adelante el gobierno central ocú­
pase de ellas, no es sino para confirmar y dar carácter general 
a las iniciativas de los funcionarios coloniales.

Durante todo el siglo xvi, hasta sus últimos años, la acción de 
los reyes y el Consejo de Indias, en orden a las Cajas, es princi­
palmente una labor de información; primero sóbrela existencia 
de esta institución; más tarde acerca de su régimen y benefi­
cios que producía a los indios. Así en 1547 pedía el monarca al 
gobernador y Audiencia del Plata relación circunstanciada 
« de qué censos son esos, si se impusieron con hacienda de sus 
comunidades... en qué se gastan... el beneficio que de ellos se

(1) Colección de documentos inéditos de América, de Pacheco y Cárde­
nas, tomo XXI, páginas 189 y 287-295.
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sigue y si los tienen situados sobre personas y haciendas abo­
nadas y afianzadas». Todavía a principios del siglo xvn, diri­
gíase el rey a la Audiencia de Lima en estos términos. « Por­
que quiero saber qué clase de censos están impuestos sobre las 
Caxas de esa ciudad, y las de su distrito, y a qué personas se 
vendieron, y si pagan con puntualidad, y si las Caxas se bene­
ficiarían con que esos censos se consuman » (1).

SU DESARROLLO Y ORGANIZACIÓN

Alcanzó este sistema de explotación agraria colectiva con 
fines de previsión, gran difusión e importancia en todas las In­
dias españolas, a juzgar por la opulencia a que llegaron las 
Cajas de comunidad.

Examinemos, en comprobación, algunos datos basados prin­
cipalmente en la documentación inédita antes mencionada.

Respecto a los obrajes de comunidad, en la descripción del 
corregimiento de la Tacunga por Caravantes, se dice: «los in­
dios de esta provincia son ricos y tienen buenas cajas de gana­
dos y otros obrajes de paño, bayetas y gergas, frazadas. El uno 
es del pueblo de la Tacunga, en el cual, el maestro de paño te­
nía de salario 1200 pesos de a ocho reales (4800 ptas). Para 
el buen gobierno del obraje, había dos alcaldes caciques con 
100 pesos de salario cada uno, y 300, otros gobernadores y 
caciques de los pueblos que daban indios para el obraje. Há- 
cense en este obraje 280 paños cada año que tienen 12.000 va­
ras, y con la frazadas, gergas, y bayetas y bastardos se reco­
gían 40.000 pesos (160.000 ptas.). De donde se sacaba la costa 
de lana, etc., quedando horros a los indios, 12.000 pesos para 
la paga de tributos ».

Otro de los obrajes de comunidad más importantes del Perú, 
era el de San Juan de Colpas en el corregimiento de Tarima, 
que rendía 6000 pesos anuales de arrendamiento, y satisfacía 
los reditos de principal por valor de 56.000 pesos (2); el de

(1) Colección de Pachkco y Cárdenas, tomo XXI, página 299.
(2) Cappa, Estudios críticos sobre la dominación de los españoles en Amé­

rica, tomo VII, página 69, Madrid, 1870.
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Lito, que rendía 110 y otras tantas frazadas, ganando los tun­
didores de 30 a 40 pesos anuales; 200 pesos el administrador, 
y 100 el maestro que labraba la ropa; los de Guarí, Camana, 
Pallesca, Guandocanal, etc. (1).

A principios del siglo xvu, escribía al monarca el virrey del 
Perú, marqués del Villar, hablándole del buen golpe de dinero 
y plata que los indios retienen en sus Cajas de comunidad pro­
cedidos de sus tierras y ganados. Por los mismos años, las Ca­
jas de Comunidad del reino de Chile poseían 126.734 pesos.

Solórzano, como testigo de vista, por haber ejercido cargos 
en Indias, habla de los grandes provechos que obtenían los in­
dios de sus Cajas con los que se beneficiaban grandemente.

Merced a ello, pudieron acorrer los indígenas con donativos 
graciosos unas veces, con anticipos reintegrables otras a las 
necesidades de la Metrópoli. En 1588 solicitó Felipe II, de to­
dos los súbditos del Nuevo Mundo, españoles e indígenas, el 
otorgamiento de un servicio voluntario. Y entonces se puso de 
manifiesto la opulencia económica a que habían llegado las Ca­
jas, pues sólo de un pueblo de lo que tenían los indios, en bie­
nes comunes, anticiparon al rey 100.000 ducados.

Veamos cómo lo refiere Murcia de la Llana: « Y comunicando 
esto con don Juan de Vilela, presidente de Indias, me dixo que 
yendo a pedir el socorro que se hizo al reino, en tiempo del 
señor rey don Felipe II, el oidor Maldonado de Torres, que está 
presente en el Consejo de Indias, llegó a un pueblo y de lo que 
tenían ahorrado de sus cosechas le acorrieron con 100.000 du­
cados, que yendo dicho don Juan Vilela de allí a cinco años a 
pedir el socorro que se hizo al reino en tiempo del señor rey don 
Felipe III, llegó al propio pueblo y le dieron de lo que habían 
ahorrado en los cinco aüos, 14.000 ducados. »

Constituyeron las Cajas de comunidad factor eficaz para la 
colonización agrícola de las tierras descubiertas y para la agru­
pación de los indios en pueblos. La posesión de estos bienes 
comunes permitíales disponer siempre de medios para empren­
der el cultivo de nuevas tierras; el aumento de sus ganados, 
etc. Elocuentemente lo indica una real cédula inédita (1619) al

(1) Cappa, obra citada.
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encargar al virrey del Perú, que reducida o extinguida una agru­
pación de indios, « platiquéis volver a introducir nuevos pobla­
dores, los cuales con el beneficio de esta hacienda se puedan 
traer a que pueblen diciéndoles lo que pareciere necesario para 
que compren ganado y otras cosas útiles para la granjeria, se 
la disposición de la tierra y parecer. Claro que siendo ayudados 
con este dinero las poblaciones se conservarán y aumentarán 
y de lo contrario resultaría despoblarse la tierra » (1).

Para demostrar — dice Coroleu — lo que el gobierno español 
se preocupó de los súbditos del Nuevo Mundo, no hay más que 
leer las leyes dictadas por la Metrópoli... «mandando que se for­
mase en cada comunidad una Caja destinada a auxiliar a los 
indios viejos y enfermos. Esto sólo España lo hizo » (2).

Resta examinar brevemente el régimen de administración de 
las Cajas, de esta forma de explotación agraria colectiva.

En un principio estaba a cargo de los corregidores, pero los 
fraudes y vejámenes constantes de que hacían con esta ocasión 
víctima a los indígenas obligaron a quitarla de sus manos y 
a realizar una reforma (principios del siglo xvn). La solución 
adoptada fué la de entregar la administración de las Cajas a 
los oficiales reales de hacienda, con la garantía de la interven­
ción del poder judicial, quedando los corregidores tan sólo en 
la administración de las de los lugares, en que no hubiera ofi­
ciales, pero siempre bajo la inspección de virreyes, audiencias 
y oficiales.

Éstos administrarían las Cajas con la intervención del juz­
gado de censos de indios, formado por un oidor, el fiscal de 
la audiencia, escribanos y alguaciles, los cuales no llevarían 
derechos a los indios por sus actuaciones, pero sí a los españo­
les. El fiscal defendería, de oficio, los intereses de las cajas y en

(1) Título IV, libro VI, de la Recopilación de Indias ; Colección de docu­
mentos, de Pacheco y Cárdenas, tomos XVII, XIX y XXI; Archivo 
histórico nacional, Cedulario índico, tomo XXXIII, número 297, y tomo 
LX, página 172 ; Biblioteca Nacional, Provisiones reales para el gobierno de 
las Indias, manuscrito 2989, folios 225 y 1046.

(2) Historia de América. Su descubrimiento, colonización e independencia, 
tomo I, página 184, Barcelona, 1894.
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su lugar los abogados y procuradores de indios. Para su me­
jor defensa se equipara colocándola en un pie de igualdad ju­
rídica completa, en concepto de hacienda privilegiada, la de las 
Cajas con la del Estado; del mismo modo que a los fiscales co­
rrespondía por razón de su oficio la defensa judicial de los de - 
techos de la real hacienda, la de los intereses de las Cajas de 
comunidad, «ha de correr por su cuenta, por lo que importad 
beneficio de los indios y de sus comunidades ». Se establece la 
suprema garantía para evitar fraudes en sus fondos, prohi­
biendo hacer pago ni libranzas alguna de las Cajas, sin previa 
autorización del virrey; impónese a los corregidores que mal­
versaren sus fondos, pérdida perpetua del cargo, y la pena de 
ser enviados por seis años a la terrible guerra contra los arau­
canos en Chile, y más tarde la pena de muerte. Ningún corre­
gidor podría ser proveído en otro cargo sin previa certificación, 
«expedida por todos los oficiales de hacienda, de no deber 
nada a la hacienda común de los indios». Finalmente hácese 
capitulo de especial responsabilidad en las residencias, el cum­
plimiento de todo lo estatuido en orden a las Cajas, y el celo 
en la buena administración de éstas, mérito para ser proveído 
« a más altos oficios » (1).

IMPORTANCIA ACTUAL DE ESTA INSTITUCIÓN. LAS CAJAS DE 
COMUNIDAD Y LOS COTOS SOCIALES DE PREVISIÓN

La institución de Cajas de comunidad encierra otro interés 
además del puramente histórico. Las Cajas de comunidad son 
algo más que una categoría histórica en la historia económica 
hispanoamericana.

Ofrecen un elevado valor de aplicación actual por su relación 
de ascendencia histórica con una fecunda institución, a un tiem­
po de cooperación y mutualidad, que se inicia en nuestros días

(1) Biblioteca Nacional, manuscrito, J-49-2989, folios 383, 298, 647, 
1101; Archivo histórico Nacional. Cedulario índico, tomo XXXII, página 
125; tomo XXXIII, número 297; tomo XLI, página 75; Leyes de Indias, 
título IV, libro VI.
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en Europa y que está llamada a desempeñar importante papel 
en sus problemas sociales. Me refiero ala institución de los Co­
tos sociales de previsión, de progenie española, de parentesco 
directo con las Cajas de comunidad indianas, y cuya introduc­
ción, o mejor, restauración modernizada en los pueblos de His­
pano-América, constituiría factor eficacísimo para el mejoramien­
to progresivo de su régimen económico-social, especialmente el 
de previsión y mutualidad.

En estos días en que se halla reciente la celebración en la 
ciudad de Buenos Aires del Congreso internacional de econo­
mía social, y en que las naciones hispano americanas comienzan 
a representar un papel preeminente en el terreno de las con­
quistas sociales, como lo acreditan los progresos de su legisla­
ción social en las tres direcciones del derecho obrero, el seguro 
y el socorro, y su brillante actuación en el seno de la Oficina in­
ternacional del trabajo y en la Liga de las naciones, queremos 
llamar la atención acerca de la importancia de esta insti­
tución para la implantación integral del régimen de los seguros 
sociales en Hispano-América.

Veámoslo.
Son los cotos sociales (1), asociaciones de explotación colecti­

va, organizadas sobre bases de cooperación y finalidades de 
mutualidad. Son, como dice Severino Aznar (2), cooperativas 
puestas al servicio de la mutualidad.

En efecto, constituyen por esencia cooperativas de trabajo, 
explotaciones colectivas formadas por hombres económicamen­
te débiles, colonos o pequeños propietarios que compran en co­
mún tierra, la cultivan colectivamente por sí, adquieren en la 
misma forma abonos, semillas; venden en común, y se reparten

(1) Institución naciente, es escasa la bibliografía acerca de ella. Los úni­
cos estudios publicados son: los de Severino Aznar, Qué son los cotos 
sociales de previsión, y su Informe sobre el anteproyecto de ley de cotos sociales, 
proyecto de ley por él elaborado; Antonio L. M. Lleó, Los Cotos sociales 
de Previsión, Boletín de instituciones económicas y sociales, año 1923; Rivas 
Moreno, Los cotos de previsión, Revista pecuaria, 1923, y nuestro estudio 
El patrimonio familiar inembargable. Bases para su formación, en Revista de 
legislación y jurisprudencia, agosto de 1924.

(2) Informe sobre el anteproyecto de ley de cotos sociales, base Ia.
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los beneficios para pensiones de previsión a prorrata de lo que 
cada cual aporta.

La prima en estas mutualidades se satisfacen en forma de tra­
bajo; la cuota metálica es substituida por aportaciones de traba­
jo, de iniciativa o riesgo de empresa. Así, la contribución perso­
nal de cada socio se presta y valoriza en actividad, en sus di­
versas formas (de aportación de labor y de iniciativa de empresa). 
El coto social es, en este primer aspecto, por esencia, una coo­
perativa de trabajo, cuyas ganancias destíñanse a la mutualidad 
de los asociados, a constituir un fondo de previsión a su favor, 
a la satisfacción de sus necesidades no presentes sino futuras, 
a todos los riesgos que amenacen su trabajo : a todos sus seguros 
sociales. El coto es, en este segundo aspecto, por esencia, una 
mutualidad.

En consecuencia, puede definirse, diciendo con Severino Az- 
nar, que es «toda explotación económica emprendida por una 
asociación de trabajadores, con el fin de obtener colectivamente 
recursos para asegurar, de modo exclusivo o al menos primor­
dial, una pensión de vejez y los demás riesgos que amenacen su 
trabajo». Su género próximo es ser «una explotación económi­
ca emprendida por una asociación de trabajadores» ; su última 
diferencia, destinar, exclusiva o primordialmente los bienes eco­
nómicos obtenidos a asegurarse contra alguno o algunos de los 
riesgos que amenacen su trabajo.

Su forma más perfecta es aquella en que todo es común : «la 
adquisición del bien social explotado y del capital circulante, el 
pago de la compra o del canon anual, las operaciones de explo­
tación y la venta de los productos. Sólo entonces pueden los 
socios reservarse para sí los beneficios de la venta, el interés del 
capital empleado, el fruto del trabajo y las ganancias que en 
la venta se obtengan. Practican varios tipos de cooperación y 
se quedan con las ganancias que obtendrían los intermediarios, 
que suprimen».

En tal sistema, el coto social de previsión supone la obra coo­
perativa en toda la plenitud de sus manifestaciones: la coope­
ración de compra, de producción, de venta, se ligan en el coto 
social con vínculos ejemplares de solidaridad en la atmósfera 
común de la cooperativa de trabajo y a impulsos de la idea de
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mutualidad y previsión, que podrá proyectar por medio de esta 
institución sus perfecciones sociales y ciudadanas, sus conse­
cuencias de bienestar económico y eficacia social y su espíritu 
de concordia y fraternidad cristiana en todo el ámbito del pro­
letariado.

«En rigor — dice Severino Aznar— el coto social de previ­
sión es una cooperativa puesta al servicio de una mutualidad; 
tiene, por tanto, la fecundidad económica y moral de la coopera­
ción, añadida a la fecundidad económica y moral de la mutua­
lidad.

« Pero una cooperativa singular y afinadísima. Los obreros, 
colonos o pequeños propietarios que compran en común y toman 
a censo o arriendo una tierra, la cultivan con su personal traba­
jo, adquieren en común abonos, simientes y demás materias pri­
mas y en común venden los productos, practican a la vez varios 
tipos de cooperación, la de compra, la de producción, la de tra­
bajo y la de venta. En el orden cooperativo casi no cabe más. 
Porque la nota cooperatista dominante es, en general, la coope­
ración de trabajo; a prorrata del trabajo que cada socio aporta 
al coto deben ser repartidos los productos destinados a previ­
sión.

« Y es una mutualidad en que la cuota es substituida por ini­
ciativas o riesgos de empresa y por trabajos. Lo que los socios 
ponen en común y con lo que mutuamente se ayudan, no es una 
moneda fría, sino algo de más valor, algo íntimo y personal, 
preocupaciones, anhelos y actividades».

« Encierran — reitera Lleó — la fórmula más perfecta de 
cooperación, pues en ellos los socios se encuentran ligados por 
triples lazos: poseen en común los elementos materiales, instru­
mentos de producción; prestan su trabajo colectivamente y, por 
último, destinan los frutos del trabajo a un mismo objetivo de 
mutuo auxilio y previsión (1). »

La determinación precisa de la naturalezade esta institución 
varia y compleja, surgirá de la enumeración de los caracteres 
que la modalizan. Son, tal como los expone Aznar, los siguientes:

( 1) Los cotos sociales de previsión, en Boletín de instituciones económicas y 
sociales, 1923, página 386.



— 97 -

Io Ser asociación, es decir, ser una agrupación que bajo una 
autoridad común se proponga un fin común, mediante manco­
munados esfuerzos.

2o Ser asociación económico-social, es decir, proponerse la ob­
tención de bienes económicos para satisfacer necesidades que 
sientan, no alguno que otro individuo aislado, sino clases socia­
les enteras.

3o Ser asociación económico-social, formada por económicamen­
te débiles, por obreros, pequeños colonos o pequeños propietarios. 
Tiene por objeto prevenir a los socios contra el riesgo de la mi­
seria y obtener, con este fin, recursos que solos no podrían lograr.

4o Ser asociación económico-social formada por económicamen­
te débiles cou el fin de obtener recursos para fines de previsión.

Según la naturaleza del bien social, pueden ser agrícolas, ga­
naderos, forestales, industriales o mercantiles, escolares.

En cuanto al régimen de explotación, se dan dos sistemas, 
especialmente en la modalidad de cotos forestales; el sistema 
del coto parcelado en el cual se individualiza el trabajo, asig­
nando un lote a cada socio; y el de coto indiviso, en el que no 
hay parcelamiento y el trabajo se presta en común. Es éste el 
procedimiento más perfecto, plenamente cooperativo de mutua- 
lización de tierras, que pudiera sintetizarse en estas palabras 
de Lleó (1): «el coto social sería una especie de caja de ahorros 
donde los obreros lleven sus economías en forma de trabajo 
acumulado, con objeto de encontrar en la vejez un auxilio eco­
nómico ».

Por lo expuesto se ve que la identidad de los cotos de previ­
sión con las cajas de comunidad es, en sus rasgos esenciales, 
completa. Los caracteres fundamentales de aquéllos se dan en 
éstas. El paralelo entre los cotos y las cajas lo comprobará ple­
namente.

El coto social es una asociación, una colectividad de indivi­
duos agrupados bajo una autoridad común para un fin asimismo 
colectivo. Las Cajas de comunidad estaban integradas por una 
colectividad, por uua comunidad de indios bajo una organiza­
ción determinada para un fin comiín.

(1) Artículo y lagar citado.
HUMANIDADES — T. X 7
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Lo mismo que el coto de previsión, las Cajas de comunidad 
son asociaciones económico-sociales, puesto que consisten en 
una explotación económica, agrícola, ganadera o fabril, cuyos 
productos se destinaban, en parte, a la satisfacción de las nece­
sidades presentes y, en parte, a las futuras, de previsión, a los 
seguros sociales, exclusivamente de la clase social proletaria, 
la clase indígena.

Incluso el carácter mixto de cajas de ahorro y socorro mútuo 
y de previsión, que se da en la práctica frecuentemente en los 
cotos sociales, por virtud del cual no se dedican la totalidad de 
los ingresos a seguros sociales, sino que parte de ellos se invier­
te en atender a las necesidades actuales más perentorias de los 
socios, existe también en las cajas de comunidad: los fondos de 
éstas destinábanse a facilitarles el pago del tributo, a gastos de 
conversión, escuelas, hospitales, etc., es decir, a necesidades pre­
sentes, y al socorro y mantenimiento de ancianos, huérfanos, 
viudas, inválidos, etc. y «para que fuese ayuda, socorro y alivio 
en sus demás necesidades», es decir a todos sus seguros sociales.

Los cotos sociales están constituidos por gente económica­
mente débiles, y en ello radica su razón de ser.

Lo mismo acaece en las cajas de comunidad. Su causa origi­
naria y la razón de ser de su fundación y de su existencia, estaban 
en el propósito de crear a los indios un capital de pobres, de 
proletarios, por su condición jurídico-legal (1) de «personas po­
bres y miserables »; una hacienda común con que pudiesen ha­
cer frente a sus atenciones actuales y futuras. Reiteradamente 
lo declara la legislación de Indias.

Los cotos de previsión son cooperativas de trabajo ordenadas 
al servicio de la mutualidad, y por lo anteriormente expuesto se 
ha manifestado con evidencia que esa misma naturaleza revis­
tieron las cajas de comunidad.

(1) Es sabido que con arreglo a la legislación indiana, los indios disfru- 
taban de la consideración legal de menores y de pobres, de los beneficios a 
ella inherentes: restitución in integrum, gratuidad de la justicia, defensa 
de oficio por los fiscales y protectores ; tasación de las subsistencias a pre­
cios más bajos, legislación protectora del trabajo, etc., etc. Como comple­
mento de su condición jurídica de pobres, se les creó el fondo de previsión 
y de ahorro de las cajas de comunidad.
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La forma más depurada y perfecta de los cotos sociales de 
previsión, es —conforme se ha indicado — aquella en que todo 
es común. Este tipo que lleva en sí todas las manifestaciones 
cooperativas, de producción, de venta, de trabajo, se daba asi­
mismo en los cotos sociales indígenas, en los «abambaés» de 
las reducciones jesuíticas del Paraguay, en las Agustinas (1) y 
en las cajas de comunidad mejicanas, sostenidas en un princi­
pio mediante el cultivo colectivo de diez brazas de tierra por los 
indios de cada comunidad.

El sistema de coto parcelado era el de las cajas de comunidad 
del Perú. Ya hemos visto que al organizar la istitución el virrey 
don Antonio de Mendoza, adoptó prácticas peruanas, por virtud 
de las cuales, aunque la producción y explotación del bien so­
cial era común, se individualizaba el trabajo, asignando a cada 
indígena un lote o tupu.

La fuente censal de ingresos, general a todas las cajas de co­
munidad coloniales y que coexistió en todas, con las formas 
cooperativas restantes de cultivo, venía a ser una modalidad 
del sistema de explotación de los cotos sociales modernos por 
delegación o administración industrial.

Los cotos sociales industrializados, la industrialización de 
una determinada fuente de riqueza, se daba en los obrajes y ga­
nados de comunidad.

Como se ve, la semejanza ente los cotos y Jas cajas no puede 
ser más patente, y la importancia de su adopción y organiza­
ción en América del mismo modo que han resurgido en España (2)

(1) En las misiones del Paraguay estaban obligados los indios a cultivar 
lo que se llamaba la «posesión de Dios», cuyos productos destinábanse a 
remediar la escasez en años de malas cosechas, a mantener a las viudas, 
huérfanos, enfermos, etc. ; sistemas de previsión análogos existían en las 
misiones capuchinas de Venezuela; en las de los agustinos, etc. Véase: P. 
Hernández, Doctrinas guaraníes, Barcelona 1911 ; Pasteles, Historia de 
la Compañía de Jesús en el Paraguay, Madrid, 1906, tomo I, página 32; 
Froilán de Ríonegro, Relaciones capuchinas, Madrid, 1918, tomo, I, Intro­
ducción ; Viñas y Mey, La política social en las leyes de Indias, Madrid, 
1922, página 175.

(2) La idea de creación de cotos sociales se debe a Joaquín Costa, que 
al publicar su Colectivismo agrario en España, señaló el partido que podía 
obtenerse de andechas, quiñones, senaras, cofradías y hermandades para



— 100 —

y se hallan en vías de iniciación en otros pueblos europeos, es 
bien notoria.

Su virtualidad económico-social es múltiple y se extiende a los 
más diversos sectores sociales.

« El coto social es un medio de que lleguen los beneficios de la 
tierra a los obreros del campo, que no tienen propiedad privada.

« Es un medio de dar a las sociedades obreras del campo una 
propiedad sobre el dominio útil que les sirva para asegurar la 
paz social.

crear, sobre la base de ellas, organizaciones previsoras que extendieran 
por los campos españoles los beneficios del seguro (capítulos VI, IX, XI 
y XVI). La idea fué recogida y sistematizada por Maluquer y Salvador y 
por el Instituto nacional de previsión, a raíz de su creación en 1908. Des­
pués, la idea se ha convertido en realidad. Rompióse la marcha con la 
creación del coto social de Graus en 1920 ; se celebró la primera asamblea 
nacional de Cotos sociales. Posteriormente se han fundado los de Pedrola 
(Zaragoza) que posee 3642 hectáreas y destina los ingresos comunes a 
constituir pensiones de vejez e invalidez del trabajo; Vallesa de Mandor 
que tiende « a establecer una relación de intimidad y aún pudiéramos lla­
mar de solidaridad con el elemento patronal, determinando una concepción 
de inteligencia qne armonice los esfuerzos de los cooperadores en una mis­
ma obra», pues ha surgido en el seno de una sociedad obrera, y dedica 
sus fondos, a socorros mútuos el 30 ’/0, y el resto a pensiones de vejez e 
invalidez ; el coto forestal de Polanco (Santander) de organización neta­
mente cooperativa y que proyecta la plantación de más de 100.000 árboles ; 
el magnífico coto de Lanaja, fundado en tierras comunales y que tiene por 
finalidad la satisfacción de «todos los seguros sociales de sus miembros»; 
el coto apícola escolar de Miraflores de la Sierra, constituido por los ni­
ños de la escuela nacional; las mutualidades escolares de Chite, San Jo­
sé, en Lobosillo (Murcia), forestal; el de Carrasco Alcalde, en Torre Ca­
balleros (Segovia), coto escolar ganadero.

Se hallan en vías de formación los de Palacios de Río Pisuerga (Burgos), 
agrícola; Ceclavin (Cáceres), agrícola, ganadero y forestal y otros en di­
versos puntos de Andalucía y Extremadura. En 1923 constituyóse en el 
Instituto nacional de previsión, la Junta nacional de cotos sociales, cuyo 
vice-presidente, el ilustre sociólogo don Severino Aznar, ha elaborado el 
Proyecto de ley de cotos sociales, precedido por un luminoso informe al 
que hemos aludido reiteradamente.

También en 1923, el Instituto nacional de agricultura de Roma, después 
de solicitar informe de los organizadores españoles de los cotos sociales, 
ha proclamado la ejemplaridad mundial de esta institución hispana propug­
nando su introducción y difusión en todas las naciones europeas.
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« Es un medio de combatir los estragos del paro.
« Es un medio de atender a los seguros sociales sin grandes 

cargas para el Estado y el patrono.
« Es un procedimiento de reforzar el régimen obligatorio de 

retiros y de incluir en él a los desgraciadamente excluidos.
« Es una escuela de aprendizaje para la cooperación de pro­

ducción y régimen económico hacia el cual vamos.
« Es un medio de dar un destino más pacificante y más justo 

ala propiedad colectiva del municipio y del estado.
« Es un cauce para la generosidad de los terratenientes o de 

las corporaciones, cauce que no suscita recelos y menos hostili­
dades. '

« Es un estimulante de solidaridad y fraternidad de los pue­
blos.

«Difícilmente habrá otra institución que por eso merezca 
más las simpatías y el estímulo de una sana política social de­
mocrática, ansiosa de justicia y de paz (1). »

Estas virtualidades de los cotos de previsión obvian razona­
mientos ulteriores en pro de la conveniencia de engarzar esta 
institución en la economía social americana.

Las cajas de comunidad — verdaderos cotos de previsión 
hispano-indianas — como los Resguardos de tierras y otras for­
mas de propiedad socializada del suelo, desaparecieron al cesar 
la dominación española y a impulsos del individualismo, que en 
América, como en Europa, aventó instituciones de propiedad 
comunal plenas de eficacia económica y justicia social.

La existencia de un régimen territorial más justo, que asegu­
re a todo evento la función social de la propiedad del suelo, es 
ideal a que tienden las orientaciones económico-sociales moder­
nas. El resurgimiento de las históricas cajas de comunidad, 
modernizadas con la fisonomía actual de los cotos de previ­
sión, (2) puede contribuir poderosamente a ello.

(1) Severino Aznar, obra citada.
(2) Las actuales corrientes socializadoras de la economía y derecho mi­

ran con singular simpatía estas instituciones, tendiendo a crear el estatuto 
jurídico más adecuado para fortalecer y desarrollar tales derechos de uso 
cívico, como los denominan los autores italianos. Los Allmenden y el Mark,
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III

La organización territorial hispano-indiana y sus consecuencias

REPARTOS DE TIERRAS A INDÍGENAS. LOS REPARTOS 
DE TIERRAS EN ESPAÑA Y EN AMÉRICA

Hemos de comenzar exponiendo importantes datos (1) halla­
dos en el Archivo histórico nacional de Madrid, acerca de repar­
tos de tierras a los indígenas.

El virrey marqués de Mancera que gobernó en Méjico por los 
años de 1664 y siguientes, procedió a efectuar un reparto de 
tierras entre los pueblos de indios, recién organizados, de los 
territorios de Río Verde, Panuco y Tampico, dictando para 
ello ordenanzas, por las que « conforme a lo mandado por el 
superior gobierno », adjudicaba a los pueblos de indios de di­
chas regiones el « espacio de 3000 pasos de Salomón que son 
5000 varas, medidas con cuerda desde el último rancho a cada 
conversión y pueblo, útiles a todos vientos, para que en este 
espacio y tierras puedan tener (los indios) sus 1000 pasos, huer 
tas labranzas, pastos para sus ganados ».

Hay asimismo noticia de otras ordenanzas (1667) del virrey 
conde de Santisteban para que se repartiesen a todos los pue­
blos de indios, tierras a razón del número de varas antes cita­
do, y sobre esa cantidad «todas las más que hubieren menes­
ter »; ordenanzas aprobadas por el rey con el precepto de que

en Alemania, el Allmend en Suiza, el Mir en Rusia, la Zadruga en los pue­
blos eslavos, el Township en Escocia, el Almaenning en Suecia, el Almin- 
diger eu Noruega, el Becklemregt en Holanda, el Aforamento en Portugal, 
los quiñones, cotas, artigas, rozadas comunales, andechas, senaras, prados 
consejiles, camposenos, derrotas, etc. en España son instituciones consuetu­
dinarias que reproducen parcialmente los tipos de la propiedad colectiva 
del suelo.

Reconociéndose su utilidad social, tiéndese como dice Consentini La re­
forma de la legislación civil y el proletariado, traducción española, Madrid, 
a conservarlas y consolidarlas mediante los moldes jurídicos convenientes.

(1) Que insertamos íntegros al final, en el Apéndice.
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se midiesen a los cuatro vientos, « pues con esto, todos tendrán 
tierras para sembrar y en que comiesen y pastasen sus ganados », 
« y es justo y de mi real prudencia volver a mirar por los in­
dios». (Véase Apéndice.)

De otro reparto general de tierras efectuado a fines del siglo 
xvni en Puerto Rico, hay noticia en el Archivo histórico.

Previo reconocimiento ocular de todo el territorio de la isla, 
hacíase aplicación en propiedad a cada vecino, de la tierra que 
hasta entonces hubiese cultivado; se adjudicarían las tierras 
baldías « a los menos acomodados» «a fin de evitar que toda 
la fecilidad y prosperidad que es mi real intención comunicar a 
esta isla se estanque en un corto número de pudientes, que­
dando el mayor número de aquellos vasallos en la clase de me­
ros jornaleros y mercenarios de los otros...,» con la calidad de 
que si alguno o algunos de ellos no lo trabajasen en el todo o en 
la mayor parte, «pueda y deba el gobernador... separarlos y 
absolutamente rescindirles la propiedad, posesión y uso de la 
tierra... y concederla a otros vecinos y naturales en quienes se 
asegura la debida aplicación». (Cedulario índico, t. XXXV, 
núm. 141.)

Háblase también en estos documentos de los abusos de los 
españoles dueños de tierras y estancias, «que contra toda orden 
y justicia se van entrando en las de los indios, y apoderándose 
unas veces violentamente y otras con fraude ». (Véase Apén­
dice.)

El acomadamiento de lindes entre las tierras de los españo­
les y las de los indios y las frecuentes usurpaciones de que 
aquéllos hacían víctimas a éstos, originaban una pugna cons­
tante entre unos y otros, germen de pleitos y luchas, para cuya 
evitación organizó minuciosamente la legislación de Indias el 
acondicionamiento jurídico de la economía agropecuaria indí­
gena y española, con objeto de asegurar la coexistencia entre 
ambas sin recíprocas invasiones ni usurpaciones.

Por cédula de junio de 1646 dispúsose « para más favorecer 
y amparar a los indios y que no reciban perjuicio» que las 
composiciones de tierras no sean délas tierras que los españoles 
hubieren adquirido de indios, contra nuestras cédulas reales y 
ordenanzas o poseyesen con título vicioso, porque en esto es
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nuestra voluntad que los fiscales protectores, o las audiencias 
si no hubiera protectores fiscales, sigan su justicia y el derecho 
que les compete para pedir nulidad contra semejantes contra­
tos « encargamos a los virreyes, presidentes y audiencias que 
den nota su asistencia por entero cumplimiento» (1).

Dictáronse numerosas disposiciones para asegurar a los in­
dios en la pacífica posesión de sus tierras, impidiendo que las 
usurparán o dificultasen su uso los españoles, y que los gana­
dos de éstos causaran daños en las labranzas de aquéllos, seña­
lándose a dicho fin la distancia que había de mediar entre unas 
y otras haciendas; y mandándose a los corregidores y justicias 
colocar guardas y guías que evitaran la entrada de rebaños es 
pañoles en tierras de indios, con severas sanciones a la in­
fracción.

Esta intensa organización de la policía rural indiana, encie­
rra histórica enseñanza, porque manifiesta el espíritu de eficacia 
que se ponía en lo que al bienestar de los indios condujese.

El paralelo con la política seguida en la metrópoli por los go­
bernantes españoles en orden a idéntico problema, no puede 
ser más elocuente.

Desde el siglo vxi, respondiendo a la doctrina de nuestros 
autores que tendía a la identificación del cultivo con la propie­
dad del suelo (2), preceptuó repetidamente la legislación en tal 
sentido, intentando implantar en el agro español un régimen 
justo y productivo de la propiedad del suelo, especialmente en 
el siglo xviii.

En 2 de mayo de 1776, « con el fin de emancipar de la servi­
dumbre del salariado y de la miseria a las clases menesterosas, 
asegurar a todo trabajador el producto íntegro de su trabajo, 
realizar el ideal de Saavedra Fajardo de « qne todos los ciuda­
danos tengan una congrua sustentación », y promover y multi­
plicar la riqueza del país, entregando a la acción individual 
las tierras comunales sin que la sociedad renunciara a seguir

(1) Véase Jerónimo Becker, La política española en las Indias, página 
188, Madrid, 1920.

(2) Véase sobre ella: Costa, obra citada, página 246 y ViSas Mey, La. 
política social, etc., obra citada, páginas 105 y siguientes.
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siendo su propietaria, dictóse real provisión, reiterada en 29 
de noviembre de 1767 y 18 de marzo de 1768, por la que « en 
consideración a la notable decadencia que padece la labranza 
en estos reinos, y a ser conforme a la natural justicia el que se 
repartan entre todos los vecinos de los pueblos sus tierras bal­
días y concejiles, por el derecho que cada uno tiene a ser arren­
datario de ellas, además de la preferencia que dicta la equidad 
a favor de los braceros y pegujaleros que carecen de tierras 
propias », dispónese que todas las tierras labrantías propias de 
los pueblos y las baldías y concejiles que se rompiesen y la­
brasen, se dividan en suertes, se tasen por labradores peritos 
y se repartan entre los vecinos más necesitados ; atendiendo, en 
primer lugar a los senareros y braceros que por sí o a jornal 
puedan labrarlas, y después a los labradores de una yunta, y 
por este orden a los labradores de dos yuntas con preferencia 
a los de tres, y así sucesivamente; que los diviseros o conce­
sionarios de tales suertes han de cultivarlas por sí, sin que se 
permita subarrendarlas; y que las pierdan y se den a otro ve­
cino aquellos que las subarrendaren o las dejasen eriales dos 
años consecutivos, y los que se retrasaren otro tanto tiempo en 
el pago de la pensión » (1).

Pero estas disposiciones, como dice Costa, pertenecen más al 
orden de las doctrinas que al de los hechos, porque la resisten­
cia de los intereses creados, o mejor dicho, la debilidad y es­
caso interés de los gobernantes en vencerla, fueron causa de 
que no se llevasen a la práctica. Lo mismo acaeció con las dis­
posiciones de las Cortes de Cádiz para la creación y reparto de 
suertes patrióticas a favor de los labradores y jornaleros.

Los españoles de América poseían títulos más justificados 
para esta resistencia, en razón a que ellos habían incorporado 
con su esfuerzo el continente americano a España, y colonizado 
sus extensos dominios. I sin embargo, las debilidades de nues­
tros gobernantes para con los terratenientes de España fueron 
energías y firme decisión para los españoles de América, lle-

(1) Hállanso íntegras en Branchat, gratado de. los derechos y regalías que 
corresponden al Real Patrimonio en el reino de Valencia, tomo III, capítulo 
IV, Valencia, 1786; Costa, página 119 y siguientes.
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gándose, en favor de los indios, a la medida prohibitiva de nue­
vas composiciones; y en tanto que en la metrópoli no logró afian­
zar el transcurso de los siglos un régimen justo y social de la 
propiedad agraria, era éste, desde fines del siglo xvi, halagodora 
realidad en lo referente a los indios (1). El contraste no puede 
ser más instructivo.

La energía y esfuerzo que puso el gobierno de la metrópoli 
en su implantación, venciendo obstáculos, resistencias e inte­
reses creados, se manifestó repetidamente con ocasión de las 
contiendas y rivalidades entre indios y españoles por la adqui­
sición y posesión de tierrras. En anterior trabajo (2), dimos a 
conocer la documentación que se custodia en el Archivo histó­
rico nacional de Madrid, acerca de uno de estos pleitos, digno 
de nota por la enérgica utilización que de estos recursos legales 
hicieron los indios, triunfando al cabo merced a ella, y al apoyo 
que encontraron en el gobierno central. Por su interés hemos 
de insistir en esto, publicando íntegro el valioso documento.

Efectuado el reparto de tierras a que antes hemos aludido, en 
la conversión de San Antonio de las Lagunillas acudieron con-

(1) El transcurso del tiempo y las nuevas coudicioues de la realidad 
moderna no han variado en sus rasgos substanciales esta peculiar psicolo­
gía colonial española. En la actual colonización española en Marruecos, 
no obstante sus vaivenes y su tejer y destejer, puede constatar el histo­
riador la persistencia de estos rasgos típicos. Son frecuentes las quejas 
del Cuerpo de ingenieros por la deficiencia en los servicios de guardería 
rural y forestal en España. En la zona de Marruecos, a la defensa de las 
cosechas y ganados de las cábilas sometidas, en caso de ataque por otras 
cábilas, salen y vierten su sangre cuantas tropas españolas sean precisas. 
Y el desarme de las cábilas, no obstante ser tan necesario para evitar trai- 
c iones y sublevaciones, no se realiza, a pesar de la frecuencia de éstas, para 
no disminuir los medios defensivos de su seguridad bienes y cosechas. Las 
demandas de construcción de obras públicas, en España, tropiezan frecuen­
temente con la negativa de los gobiernos, basada en el déficit presupuesta­
rio ; pero recientemente se ha destinado la cantidad de 50.000.000 de pe­
setas para la construcción de toda clase de obras públicas en la reducida 
zona marroquí, aparte de otros gastos análogos anteriores. La conserva­
ción de las carreteras marroquíes constituyen objeto de más preferente 
atención que las de España... Es la especial altruista psicología colonial 
española, la de siempre, perenne, indestructible en el espíritu hispano.

(2) Humanidades, tomo VIII.
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tra él ala Audiencia varios españoles, «personas poderosas», 
«que se quieren extender con sus haciendas para que pasten 
sus ganados hasta los pueblos y casas de los indios, queriéndo­
se hacer dueños de los pueblos, diciendo ser suyos por justo tí­
tulo y mercedes hechas, sin dejarles espacio en que sembrar 
para su sustento...» Según decía el custodio de la provincia de 
Rioverde, Martín Herrán, franciscano, celoso defensor de los 
indios, que delegado por éstos acudió al Consejo y al rey para 
apoyar sus pretensiones.

Y quebrándose en la Audiencia, a causa de ser los que litiga­
ban contra los indios «personas poderosas» el arco, de la justi­
cia por la parte más débil, dió auto limitando la concesión a 
1000 varas en lugar de las 5000 que había ordenado el marqués 
de Mancera.

Pero no se resignaron los indios a transigir con esta expolia­
ción y dando muestra de gran energía «todos los gobernadores 
alcaldes y demás de la República, de dichas conversiones ocu­
rrieron al dicho custodio, fray Martín de Herrán, con última re­
lación de que se alzarían si no los defendía en sus derechos y 
justicia»; y en compañía de los citados gobernadores y alcaldes 
partió inmediatamente el custodio a la ciudad de Méjico a in­
formar de su actitud al virrey marqués de la Monclova, en cuya 
presencia «los dichos indios gobernadores, alcaldes, pusieron 
las varas de su govierno en última resolución de que de no les 
amparar en su justicia y en las tierras concedidas en el manda­
miento despachado por el virrey marqués de Mancera, desam­
pararían sus pueblos y se retirarían a los montes». Oídos con 
toda benignidad por el virrey, dictó mandamiento en conformi­
dad con sus pretensiones, encargando a la audiencia que ejecu­
tase lo dispuesto por Mancera «y amparase a los indios y a sus 
pueblos».

Resistióse la Audiencia, y contra lo pedido por el fiscal, que 
apoyaba la pretensión de los indios «tomó determinación en 
contravención del mandamiento del conde de la Monclova», su­
cesor de Mancera.

Recurrieron los indios entonces por medio de su custodio y 
del prior general de la orden franciscana al Consejo, y su 
resolución fué enteramente favorable al deseo de éstos. «Con-
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siderándose que se debe dar a los indios... todas las tierras, 
aguas, montes, valles y serranías que necesitan para la habita­
ción, siembras y labranzas, sin que se les pueda inquietar en 
ellas ni en las que hubieran tenido en los sitios que dejaren ni 
que pueden entrar a ocuparlas los ganados de los españoles y 
otras personas», manda a seguida al virrey, audiencia y a to­
dos los miembros del gobierno «queluego», «al punto, sin di­
lación ni excusa» ejecuten lo dispuesto por Mancera y Monclo- 
va, y «metan a los indígenas en posesión de las tierras conce­
didas»; y a los capitanes protectores de indios que velen por su 
ejecución. Dispónese además que se haga idéntica concesión de 
tierras a todos los pueblos que en adelante se fundaren».

Finalmente se ordena «que todas estas órdenes se publiquen 
y se hagan publicar notoriamente en todos los pueblos de estas 
conversiones para que lleguen a noticia de todos sus habitado­
res y se entreguen a los religiosos de ellas los tantos autoriza­
dos que de dichos mandamientos (de Mancera y Monclova) y de 
este despacho pidieren y fueren necesarios, para que sirvan a 
los indios convertidos de resguardo y puedan con ello asegurar 
a los demás que se fueran convirtiendo de que se le guardará 
justicia, conservará en las medidas y amojonamientos que en 
dichos mandamientos y en este despacho van expresados»; y 
que en la primera ocasión de armada, den cuenta el virrey y la 
audiencia con todo escrúpulo», de haberlo ejecutado, y envíe 
ésta los autos de la causa para que se la’juzgue en conciencia 
(Apéndice).

Para acabar con estos abusos y constantes pugnas entre in­
dios y españoles, dueños de haciendas territoriales adoptó el rey 
en 1661 una medida radical: prohibir en lo sucesivo nuevas 
composiciones de tierras a los españoles « por lo que se agravia y 
molesta a los indios con semejantes composiciones, y por lo 
que tanto deseo que no se omita medio que pueda conducir al 
alivio y conservación de los indios » (véase Apéndice), medida 
que al parecer no se cumplió por entero.
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EL RÉGIMEN TERRITORIAL EN ORDEN AL BIENESTAR
DE LOS INDIOS

Estos hechos encierran gran interés, como elementos de in­
formación, para conocer el estado social, la vida interna de la 
sociedad hispano indiana durante el período colonial.

Lo mismo los misioneros que los viajeros extranjeros y espa­
ñoles que recorrieron las Indias exponen con rara unanimidad 
su impresión de que el estado y condición de la masa indígena 
era superior al de la clase proletaria europea.

Vargas Machuca al regresar de América, escribía a mediados 
del siglo xvi: « ha ytanta abundancia de mantenimientos, tan­
ta riqueza, que con verdad podemos decir que el que reside en 
Indias está seguro de tres cosas, hambre, pobreza y pestilencia, 
que España ni otra nación íeí mundo no las aseguran» (1).

El inglés Tomás Gaje, que recorrió América y residió largo 
tiempo en Guatemala en el siglo xvn, trae curiosos pormenores 
acerca de la situación de los indios. Vivían en sus pueblos — 
dice — (2) como en un Covenant civil, político y bien goberna­
do»; y por el conjunto de noticias que encierra, no obstante la 
enemiga a España de que rebosa la relación de su viaje, «causa 
la impresión — como dice el profesor norteamericano Gai- 
lord (3) — de que el estado que guardaban era superior al de 
los campesinos de Europa en aquel entonces».

En idéntico sentido se expresan el inglés Depon (4), en parte 
Frezier y más explícitamente Humboldt (5).

Este relativo bienestar del indígena provenía de dos fuentes :

(1) Milicia y descripción general de las Indias, edición de 1894, páginas 
144 y 296.

(2) Neui Survey of the West Indies, página 125 y siguientes, Londres, 
1648.

(3) España en América, traducción española, página 246, Habana, 1906.
(4) Voyage to the Eastern Part of Tierra-Firme, página 159, - Londres, 

1806.
(5) Ensayo histórico sobre el reino de Tíaera España, tomo I, página 198, 

Paris, 1832.
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el gran desarrollo de la producción agrícola y la baratura de 
mantenimientos (1); y en definitiva y fundamentalmente de 
aquella organización de la propiedad agraria, por virtud de la

(1) Por los datos de los historiadores y naturalistas de Indias — riquísi­
mo arsenal — puédense conocer los precios de los principales manteni­
mientos en los diversos períodos de la vida colonial, y su evidente inferio­
ridad en relación con los que regían en Europa coetáneamente.

Tras el prolijo examen de sus obras, he aquí el cuadro que hemos for­
mado en comprobación de ello. A mediados del siglo xvi en la comarca de 
Quito costaban un real ocho panes de libra, equivaliendo a un maravedí 
17 kilos en España. En 1545 valía la fanega de trigo a ducado; tres libras 
de pan, un real en Lima, la ciudad más cara. En los llanos, el trigo se ha­
llaba más barato: de 8 a 12 reales fanega; y en Lima, de 2 a 4 pesos. 
Cuando comenzó a desarrollarse la producción olivarera, el almud de acei­
tunas costaba a 6 pesetas, o sea cada fanega a 566 reales ; por los años 
de 1596 llegó a estar el almud a 2 pesos «y hoy (en tiempos de Cobo) a 2 
pesos, la fanega de aceitunas» (Perú). En Lima costaba la media arroba 
de aceite de 14 a 20 pesos; en tiempos de Cobo, valía 4 ó 5 pesos y en 
años de abundancia hasta 2 pesos, o sea 4 reales en España. « En todas las 
Indias — decía Cobo — vale muy barato el azúcar, en la comarca de Cuzco, 
donde se coge la mejor del Perú, vale la arroba de 4 a 5 pesos, y en otras 
partes su precio era menor. En la ciudad de Lima la arroba de azúcar pa­
gábase a 4 pesos, o sea a 8 reales en España». En el orden de la ganade­
ría se llegó a una mayor baratura. A mediados del siglo xvi en La Espa­
ñola costaba un carnero un real; una vaca un peso de oro; una yegua 3 
ó 4 pesos. Según los repetidos informes agrícolas de 1570, las ovejas se 
vendían a un peso o menos ; las cabras a medio ; los cerdos a 5 y las va­
cas a 6. En 1576, un caballo, a 1 o 2 pesos, uu buey domado, a 6 o 7 (Pe­
rú). En 1637, las aves a real ; en tiempos de carestía máxima, durante la 
feria de Portobelo, a real y medio. En Guatemala, gran distrito ganadero, 
cotizábase la carne a razón de 3 peniques las 13 libras y media; el precio 
corriente en América era 3 libras medio real, conforme, a las noticias de 
Tomás Gage. En 1650, en el Perú un novillo cuesta 12 o 14 pesos; un 
cerdo, 8 reales ; en el Callao un novillo, 4 pesos, «que es lo mismo que 
si valiera 8 reales en Andalucía». Una ternera, 2 pesos, «que correspon­
de a 4 reales de España». Las cabras de 4 a 6 reales (Cobo). En 1752, 
costaba en Arequipa «el ave más rica, de cuatro a tres reales»; los huevos 
5 o 6 reales, por medio ciento (datos deTaboada). Hernández de Oviedo, 
Historia general y natural de las Indias, edición de la Academia de la His­
toria, 1851, tomo I, páginas 85, 400, etc. ; Acosta, Historia natural de las 
Indias, Sevilla, 1590, capítulo II, libro IV; Bernabé Cobo, Historia del 
Nuevo Mundo, edición de 1892, tomo II, capítulo XIV, libro X ; capítulo 
I, páginas 360, 379, 384; Gage, obra citada, página 125 y siguientes ; 
Cappa, obra citada, tomo V.
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cual los indígenas veíanse poseedores del lote de tierra y gana­
do necesarios para la satisfacción de sus atenciones familiares. 
Pues en este punto, — como vamos a comprobar en seguida — 
el mejoramiento en la situación de los indígenas constituyó algo 
rápido, general y de positivos resultados (1), ya que desde fines 
del siglo xvi hallábanse ya los indios en posesión de su respec­
tiva agraria, de su hacienda territorial propia, habiéndose lo­
grado el designio de la Metrópoli de hacer a cada uno, un pe­
queño terrateniente cultivador.

A esto, a la creación del patrimonio agrícola familiar, es al 
ideal a que convergen unánimes en nuestros días las corrientes 
de la política, de la sociología, de la economía y del derecho (el 
Homestcad inglés, el Anerbenrcht alemán, el patrimonio fami­
liar inembargable español, el bien de famille francés, el mir 
eslavo, el Pror ruso) (2). De extremo a extremo del continente

(1) Ya una ley de 1549 habla de las tierras, propiedad de los indios, en 
que éstos hacían sus sementeras ; la cédula del servicio personal de 1563, 
y, posteriormente, la de 1609, aluden igualmente a ellas.

Polo de Ondegardo en su informe sobre la perpetuidad de las encomien­
das, habla del alborozo de que daban muestra los indios al verse, merced 
al régimen español, dueños de la tierra que cultivaban, y de cómo acudían 
a la audiencia pretendiendo se les adjudicasen más tierras pertenecientes 
a españoles o indios circunvecinos (Colección de documental inéditos, de Pa­
checo y Cárdenas, t. XVII, pág. 32 y sigs.). Mexía de Ovando, en su 
inédito Memorial práctico del gobierno del Nuevo Mundo, escrito a principios 
del siglo xvn, habla de que todos los indios « viven ya en sus hacendi- 
llas» (Biblioteca Nacional, manuscrito 3183, cap. XIX).

Alonso de Mexía, en su Memorial sobre la mita minera (1609) nos infor­
ma déla producción agrícola y pecuaria que obtenían los indios en sus lotes 
de tierra. Cada indígena era poseedor, cuando menos, de 18 carneros, y 
muy frecuentemente de 30 y 40, más algunos pacos (llamas), que en su 
tierra propia criaba. El ganado, propiedad de los 2200 indios de la mita 
de Chucuyto era «ordinariamente de 30.000 cabezas, y casi llegó muchas 
veces a 40.000, y años hubo que se contaron 50.000». (Col. de documentos 
inéditos, de Pacheco y Cárdenas, t. VI, págs. 103 y sigs.).

(2) Sobre la transformación de la propiedad agraria en tal sentido en 
los principales países europeos, especialmente en la post-guerra, véase La 
reconstrucción agraria de Europa, en Reconstruction of Europe, suplemento 
del Manchester Guardian, traducción española por David Mitrany, en la 
Revista de ingeniería, marzo y abril, 1923.
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europeo se está operando la más trascendental reforma agraria, 
basada en estos dos principios fundamentales: la parcelación 
de los latifundios y la reconstitución de la propiedad comunal 
de los pueblos, para la conversión del proletariado agrícola en 
propietariado rural mediante la asignación a braceros, jornale­
ros y colonos del respectivo lote familiar en posesión perpétua, 
inalienable e inembargable, en Homestead.

Pues bien, esta estructura democrática y social de la propie­
dad agraria, siglos antes de iniciarse en Europa, tuvo fecunda 
y vigorosa efectividad en la América colonial, a beneficio délos 
indios, y durante los tres siglos de colonización constituyó el 
más poderoso propulsor del desarrollo económico de los países 
indianos.

Al desaparecer la dominación española, los gobiernos de la 
independencia, informados en el dogmático individualismo del 
siglo xix, hicieron desaparecer en la mayoría de los países ame­
ricanos el régimen español de los resguardos agrarios (las pro­
piedades comunales de los pueblos, mal miradas, como vincula­
ciones, se vieron divididas y enagenadas en quiritoria propie­
dad individual). Y hoy, al cabo de un siglo, a impulso de la 
corriente universal, vuelven sus ojos a dicho régimen países 
hispano americanos, y él constituye el lema y el ideal actuante 
déla reciente resolución mejicana: es el programa ejidal, la 
restitución a los municipios de los éjidos o propiedades comu­
nales, como reivindicación del derecho a la vida de los pue­
blos.

Y en el siglo xx, la democrática constitución mejicana pro­
clama los principios de organización territorial agraria que in­
formaron la legislación de Indias; y los presidentes Obregón y 
Calles emulan, sin saberlo, a los reyes españoles del siglo xvi y 
a sus virreyes en América, ai establecer el régimen territorial y 
ejecutar repartos de tierras parejos a las que aquéllos en el si­
glo xvi realizaran.

Cáemelo Viñas y Me y.

Madrid.
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APÉNDICE

Documentos relativos a los repartos de tierras

I

QUE CESEN LAS COMPOSICIONES DE TIERRAS, PARA ALIVIO Y LIBERTAD 

DE LOS INDIOS

Madrid 4 de Marzo de 1661.

El Rey. Por cuanto en mi consejo Real de las Indias se ha visto la 
continuación que en él se pedia de la composición de unas tierras que 
el gobernador de la provincia de Venezuela D. Diego Franco de Quero 
hizo a un D. Pedro Hurtal de Monasterio, vecino de la ciudad de León 
de Caracas; Y que se ha reconocido la colusión, y exceso que en di­
cha composición hubo y lo que en estas partes se molesta o agravia a 
los indios con semejantes composiciones, cuyo alivio y conservación 
tanto deseo y tengo encargado por diferentes cédulas mias y de los 
Señores Reyes mis progenitores, a todos los ministros que sirven en 
las Indias, y deseando que no se omita ningún medio que pueda con­
ducir a este fin, he resuelto dar la presente, por lo cual mando a mis 
virreyes, presidentes y gobernadores que tienen facultad para enco­
mendar indios que de ninguna manera diesen composiciones de tierras 
ni se admitan para ello ningunas pretensiones de cualesquier perso­
na, porque mi voluntad es que en esto se cese adelante; y que los in­
dios no sean molestados ni vejados: y así mismo os ordeno y mando 
no enviéis ningunos jueces a los pueblos de los indios a la composi­
ción de tierras, como se ha estilado en algunas partes por lo pasado : 
Y es mi voluntad revocar, como por la presente revoco y anulo las 
demás cédulas que disponen y ordenan lo contrario, y que de aqui 
adelante no se use más de esta facultad concedida para semejantes 
composiciones, advirtiendo que haciendo lo contrario serán castigados 
con demostración y que así conviene a mi servicio, Yo el Rey. Por 
mandado del Rey n/. señor, D. Jerónimo de Ortega.

(Cedulario índico, tomo XXXIII, pag. 120-121, no 53, Archivo histórico 
nacional.)

HUMANIDADES — T. X 8



— 114 —

II

QUE SE CONCEDAN A LOS INDIOS LAS TIERRAS QUE NECESITAREN PARA 

SUS SEMENTERAS Y CRIANZAS

El Rey, por cuanto en mi Consejo de las Indias se tiene noticia que 
el Marqués de Salas, Conde de Santisteban, siendo virrey de las pro­
vincias de la Nueva España hizo una Ordenanza en 26 de Mayo del 
año de 1667 años, por la cual mandó que en los pueblos de indios que 
necesitasen de tierras para vivir y sembrar se les diesen 500 varas y 
las más que hubieren menester; y que de allí adelante no se hiciere 
merced a ninguna persona alguna, de ninguna estancia ni tierras si 
no fuere pudiendo acotar la vara de medir, o se delimitase yendo de 
la población y casa de los indios a las tierras 500 varas apartadas de 
la población; como ha constado de testimonio de la ordenanza que ha 
llegado al Consejo; y que contra todo orden y justicia, se van en­
trando en las de indios y estancias suyas y apoderándose unas veces 
violentamente y otras con fraude por cuya razón los miserables in­
dios, dexan sus casas y pueblos, que es lo que quieren y apetecen los 
españoles, y consiguen estas diez sacas o quinientas varas, que han de 
estar apartadas de los pueblos, se midan desde la iglesia o ermita, que 
ordinariamente tiene la población en el centro del lugar; que acontece 
quedar sin ellas, debiendo entendeise las últimas 40 varas por todos 
cuatro vientos como está escrito y mandado por las leyes 12-18 del 
título 12 del libro Io de la Nueva Recopilación de Indias ; y por los 
muchos inconvenientes, daños y menoscabos que de esto resulta con 
traa quellos pobres naturales, se ha considerado será conveniente man­
dar que los pueblos de indios que tuvieron necesidad de tierras para 
vivir y sembrar, se les diesen no solamente las 500 varas que refiere 
la dicha ordenanza, sino las que hubieren menester, midiéndose des­
de los últimos linderos y casas del lugar, para que fuesen por todos 
cuatro vientos, estas 500 varas de Oriente, otras tantas de Poniente, 
N. y S. quedando siempre de hueco el arco del pueblo, dándose estas 
500 varas de tierra no sólo al pueblo que fuere cabecera, sino a todos 
los demás que no tuvieren, que necesiten de ella, así en los pueblos 
como en los que adelante se poblaren y se fundasen, pues con esto 
todos tendrán tierra para sembrar y en que comiesen y pastasen sus 
ganados, y es justo y de mi real prudencia volver a mirar por los in­
dios, que tantas injusticias y daños que tengo noticia padecen, a vis­
ta de ser los que más tributan utilidad y justifican a mi real corona,
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de todos mis vasallos j « en cuya atención », dispone que se esta­
blezca conforme a lo que antecede.

(Cedulario índico, tomo II, folio 337-39, n° 220, Archivo histórico nacional.)

III

REPARTO DE TIERRAS ORDENADO POR EL MARQUÉS DE MANCERA

Buen Retiro 25 de Mayo de 1689 = El Rey : Por quanto fr. Martin 
Errán de la Orden de San Francisco en carta de 20 de Mayo del año 
pasado de 1688 me ha representado que por haberle puesto la direc­
ción de sus Prelados, en el oficio de Custodio de la Provincia de Rio- 
berde de la Nueba España, después de haver asistido y exercitádose 
16 años que á que pasó de estos Reynos para aquellas Conbersiones a 
expensas de mi Real Hacienda en la reducción de las almas, a experi­
mentado muchas cosas, dignas de expecial providencia y remedio, de 
que me daba quenta por el recelo con que estaba de que se perdiese 
aquella Provincia y Custodia, alzándose los Indios, y Natturalesde 
ella y que perdida esta, viendo como son Fronteras y la llabe del Rey- 
no, se podia temer su tottal ruina, pues habiéndose perdido, ya la 
Custodia del Nuevo México y estar la del Rioberde inmediata á lo 
que en aquella se perdió, y viéndose bejados y molestados los Nattu- 
rales é indios de la referida Custodia de Rioberde, y desposeidos de 
las Tierras que lexittimamente son suyas, por haberles asignado en 
mi nombre el Marques de Manzera siendo birrey de la Nueva Espa­
ña, en virtud de Cédulas y Leyes reales el espacio de 3 mil pasos de 
Salomón que son 5 mil varas, medidas con cuerda, desde el último 
rancho a cada Combersión y Pueblo, útiles a todos vientos, para que 
en ese espacio y tierras, puedan tener sus mil pasos, Huertas, Labran­
zas y Pastos para sus ganados, para que con eso puedan conservarse 
las Conbersiones y Pueblos de dicha provincia de Rioberde, y la de 
Panuco y Tampico que son las que ciñen y resguardan todo elReyno 
por la partte de el Norte, mirándole de Oriente a Poniente y que los 
dueños de las Haciendas en virtud de las mercedes que han consegui­
do en mi nombre se quieren estender con sus Haciendas para que 
pasten sus ganados hasta los Pueblos y Casas de los Indios, querién­
dose hacer dueños de los pueblos diciendo ser suios por justo título y 
Mercedes hechas sin dejarles espacio en que sembrar para su sustento 
ni en que vivir o havittar con algún alivio, urtandoles á los miserables 
Indios sus mugeres e hixas, haciendo con ellas lo que contrabiene a
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la ley de Dios, y asilos dichos Dueños como sus mayordomos, Cria­
dos y sirvientes con violencia los quitan sus hixos é hixasy los sacan 
fuera de la dicha provincia de Rioherde y los llevan a las ciudades 
de México, puebla Erettaro y otras partes, a donde los venden pre­
sentan y son tenidos por* esclavos havidos por justos títulos y que con 
estas y las demás bejaciones contenidas en los instrumentos que re­
mite con su cai*ta halla tan sumamente bejada y alterada dicha Pro­
vincia, que la considera en el último punto cercano a alzarse y per­
derse tantas é innumerables almas, con sumo dolor de los Ministros 
Ebangélicos y con el que devia causarme, y no teniendo como no tie­
nen los pobres Indios a quien bolber los ojos para comunicar sus tra- 
baxos más que a los Religiosos, faltándoles estos en solicitar su 
amparo tienen por muy cierto lo apoetasía de la Fee en los que la 
han profesado é imposible la Conbersión de otros Gentiles, siendo 
cierto como en diversas veces se lo han dicho las mismos bárbaros, 
que no oyen de la Ley de Dios ni de ser mis vasallos sino de las mo­
lestias y bejaziones que se les siguen de recibir la Fé Cattólica por mie­
do de los Españoles, dueños de Haciendas, sus Mayordomos y criados, 
como lo están viendo por sus ojos en los demás Indios combertidos, á 
lo qual no era fácil a los religiosos satisfacerles, por la evidencia de 
la verdad de lo que a su vista padecen los miserables y que á petición 
de los Indios de la nueva Combersión de San Antonio de las Laguni- 
llas, ejecutó el Capitán Protector de aquellas Fronteras el manda­
miento de el Birrey Marques de Manzera, á que ocurrieron á mi Au­
diencia Real de México, contradiciéndolo Pedro de Ochoa Pastrana, 
y Joseph de Ochoa Jaramillo, su hermano, vecinos de. el Pueblo de 
San Luis de la Paz, y adbocando en la Abdiencia el conocimiento de lo 
determinado por el superior govierno, en vista y primer conocimiento 
de los Auttos determinaron minorar como lo hicieron por Auto de 17 
de Octubre del año 1687 las medidas dichas por virtud de el Manda­
miento de el Marques de Manzera, á el espacio de mil varas, y estas, 
medidas desde la Puerta de la Iglesia contra lo que yo tengo deter­
minado en cédulas Reales en que se manda que las Combersiones y 
y Pueblos sean medidos desde la última casa, como lo expresaba el 
Mandamiento particular del superior govierno que es el que se ejecu­
tó, y uno de los Instrumentos que acompañaba con su cartta habla la 
turbación que esto causó en dicha Combersión de San Antonio de las 
Lagunillas, de experiencia, y en todas las demás combersiones de la 
Custodia de la Provincia de Rioberde, de la noticia que todos los go- 
vernadores, Alcaldes y demás Ministros de República de dichas Com­
bersiones ocurrieron al dicho Custodio fr. Martín Herrán, con últi-
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ma resolución de que se alzarían si no los defendía en su derecho y 
Justicia, cuia turbación cansó el haver despachado mi Real Audien­
cia de México a Petición de las partes contrarias, un Juez Recepttor 
a la ejecución y minoración de las medidas referidas y le obligó la 
necesidad á dioho Custodio á ir en compañía de los dichos governa- 
dores y alcaldes á la ciudad de México a donde informó al Conde de 
Mondoba, siendo mi Virrey de la Nueva España, en cuia presencia 
los dichos indios governadores y Alcaldes pusieron las varas de su 
govierno con última resolución que de no los amparar en su Justicia 
y en las tierras convenidas en el Mandamiento despachado por mi 
Virrey, Marques de Manzera, desampararían sus Pueblos y se retira­
rían a los Montes. Y habiéndolos ohido con toda benignidad, le des­
pachó los dos Mandamientos que reroittia, el uno en confirmación del 
que antecedentemente se ha vía dado por el superior govierno y el nues­
tro para el amparo de las Tierras de dichos Indios, y que dicho mi Vi­
rrey Conde de la Mondova remitió a mi Audiencia Real de México el 
informe que dicho Custodio le hizo y las de los Ministros de la Cus­
todia de Rioberde, para que vistos en ella se conformasen con su 
Mandamiento y amparasen a los Indios y á sus Pueblos, y que habién­
dolo solicitado reconoció y experimentó que por ser personas podero­
sas las partes contrarias y los dueños de Haciendas circunvecinas a 
dicho Pueblo y Combersión de San Antonio de las Lagunillas y á las 
demás Combersiones de la Custodia de la provincia de Rioberde, es­
tando mandado por mi Virrey Conde de la Mondova comparecer del 
Fiscal de dicha Audiencia y pedido por la parte de los Indios que se 
leyesen y expresasen los agravios que en dichas informaciones se re­
presentaron, no permitió la Audiencia se hiciera relación de los agra­
vios que los Indios de aquellas Combersiones recivian de los dueños 
de Haciendas, siendo el fundamento principal á que se debía atender, 
por lo que de ello podía resultar, no poniendo el remedio convenien­
te, y teniendo como tenía embarazo el litigio, y que la determinación 
que tomó la Audiencia en contravención del Mandamiento de mi Vi­
rrey Conde de la Mondoba, fué contra lo pedido por el fiscal de ella, 
de que me daba quenta cumpliendo con la obligación de su oficio y 
mirando á la Combersión de las Almas gentiles .y la conservación de 
las ya combertidas á nuestra Santa Fé, viéndoles como vá dicho Ma­
nifiesto el peligro de alzarse, por no pedir dilación sino breve reme­
dio, suplicándome fuese servido de mandar ejecutar y medir en cada 
Combersión y Pueblo de la referida Custodia de la provincia de Rio­
berde, y la de Tampico, y nuevo Reyno de León en los pueblos que 
a la presente hay, y de nuevo se fundasen, los tres mil pasos determi-
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nados por el Mandamiento de el Superior govierno, medidos con cuer­
da desde el último Barrio o casa de dichos Pueblos, de Tierra útiles 
a todos vientos, y que por la parte que no se pudieren medir por la 
incomodidad de cerros, Serranías y Barrancos, que debian ser repu­
tadas por inútiles, lo que por allí les faltase se les enterase dicha me­
dida por la parte mas cómoda yde tierras mas útiles que huviese, en 
que consistía el único remedio pues tan solamente para este punto 
pedian el cumplimiento de mis Reales Cédulas sin que se le hiciere 
explicación en contrario mandando a cualesquiera Justicias y Capitán 
protector lo ejecutasen así midiendo y amojonando dichos Pueblos y 
Combersiones y metiendo en posesión a los Indios de ellas sola pena 
impuesta en el mandamiento, por convenir así al servicio de Dios y 
mió: y que por lo que miraba a la Combersión de San Antonio de las 
Lagunillas, por haber sido el primer ejemplar le mandase conservar, 
y amparar en las medidas hechas en virtud de las Cédulas Reales y 
amojonamiento que se le hizo. Y vista su representación en mi Con­
sejo Real de las Indias con lo que en esta razón refirió, y pidió más 
por extenso fr. Francisco de Ayetta Custodio de la Provincia de Mé­
xico de la Orden de San Francisco y Pror general de todas las de las 
Indias en esta Corte, y otra Carta que presentó del dicho Custodio 
Fr. Martín de Herrán del mismo día 20 de Mayo de 1688, y duplica­
do de los papeles que dicho Fr. Martín remitió con su carta, y lo que 
sobre todo pidió mi Fiscal en el Consejo, y considerándose que se de­
be dar á los Indios reducidos y que se redujesen de la dicha Custodia 
de la Provincia de Rioberde y Tampico, y nuebo Reyno de León, y 
San Antonio de las Lagunillas, ttodas las Tierras, Aguas, Montes, 
Valles y Serranías que necesittasen para su avitación, siembras y La­
branzas siu que se les pueda inquietar en ellas ni en las que hubiesen 
tenido en los sitios que dejaren, ni que puedan enttrar a ocupar los 
ganados de Españoles, o otras personas de el espacio y extensión que 
señala la Ley 20, tra. 3 libro 6 de la Nueba Recopilación de Indios 
como ttodo lo referido se pruevapor la Ley 8a- y 9a de el mismo Títu­
lo y Libro y que la doce tit. 12 libro 4° reconoce la razón que asiste a 
estos Indios para que no sean perturbados en la Posesión de sus Tie­
rras en que por los Mandamientos despachados por mis Virreyes Mar­
ques de Mancera y Conde de la Mondoba an sido amparados y defen­
didos sin enttenderse que pueda haver fundamento contrario, ni que 
justamente por medio alguno se prettextte, antes bien ser mui graves, 
los quales asisten, y de mucho escrúpulo, no faborezerles, y atten- 
diendo así mismo á la Justificación que contienen las representaziones 
que me han hecho dichos Custodios Fr. Martín Herrán y Fr. Fran"
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de Ayetta y á que en el Mandamiento de mi Virrey Marques de Man- 
cera se menciona haver tenido presentes para su expedición, diferen­
tes Cédulas, y Ordenes mias que daban la forma con que se habiande 
medir las dichas Tierras, Monttes y Valles y el Número que á cada 
Pueblo, según el de sus Familias, se le havía de señalar por pasos, 
desde la última Casa del Lugar, y que afirmándose en ellas, el Fiscal 
de mi Audiencia Real de México y el Asesor general se confirmó con 
ellos, el dicho Virrey Marques de Mancera, y le mandó cumplir mi 
Virrey Conde de la Mondoba; se á tenido por preciso, justo y conbe- 
nientte, á la comserbazión de los Indios de dichas Custodias, y su más 
fázil combersión el mandar cumplir y ejecutar, como por la presente 
mando que se cumplan y ejecutten el Mandamiento de Amparo despa­
chado por mi Virrey Conde de la Mondova en 6 y 16 de Febrero de el año 
pasado de 1688, en la forma y como en ellos se expresa, mantteniendo a 
loslndios de dichas tres Combersiones en la posesión de las Tierras, Va­
lles y Monttes que en ellos se le señalaron : Y assí mismo en las q‘ 
fueren necesario dárseles de nuebo ejecuttándose y midiéndose (como 
mando se aga) en cada combención y Pueblos de las referidas Custo­
dias de la Provincia de Rioberde, Tampico y Nuebo Reyno de León, 
assí en los Pueblos que al presentte ay fundados, como en los que de 
nuebo se fundasen los 3 mil pasos de Salomón que son cinco mil va­
ras medidas con cuerda desde el último varrio ó casas de dichos Pue­
blos, de tierras útiles a ttodos vientos como está determinado por los 
Mandamientos que van citados, y que por la parte que no se pudieren 
medir porla incomodidad de cerros, serranías y barrancas, que mando 
sean reputtadas por inútiles lo que por aquí les faltare, se les entere 
dicha medida (como es mi voluntad se haga) por la parte más cómoda 
y de tierras más uttiles que hubiere, sin que se les aga espoliación 
en contrario de ello, y assí mismo mando á qualesquiera Justicias 
mias y á los Capitanes Protectores que hubiere en dichas Custodias, 
lo ejecuten assí, midiendo y amojonando dichos Pueblos y comber­
siones, y mettiendo en posesión de ellos a los Indios, sola pena im­
puesta en los Mandamientos de dichos Virrey es, que así conviene al 
servicio de Dios y mió ; para cuyo efecto por la presente ordeno y 
mando al Conde de Calve mi Virrey actual de las Provincias de la 
Nueba España ó á la persona ó Personas que en su lugar las goberna­
re, que luego al punto, que por parte de dicho Custodio fray Martín 
Herrán ó de los Indios de las referidas tres Custodias y Combersiones 
se les mostrare este despacho y pidiere su cumplimiento, haga ejecu­
tar y cumplir lo contenido en los Mandamientos referidos de 12 de 
Abril de 1669 y 6 y 16 de Febrero de 1688 en la forma que en ellos
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y esta mi Cédula se expresa sim omisión ni dilación alguna y que to­
das estas órdenes se publiquen y hagan publicar notoriamente en todos 
los Pueblos de estas Combersiones, para que llegue á noticia de todos 
sus habitadores y que se entreguen a los Religiosos de ellas, los tan­
tos autorizados que de dichos Mandamientos y de este despacho pidie­
ran y fueren necesarios para que sirvan a los Indios convertidos de 
resguardo y puedan con ellos asegurar á los demás que se fueren com- 
birtiendo, de que se les guardará Justicia y conservará en las medidas 
y amojonamientos que en los Mandamientos y en este despachado ván 
expresados. Y así mismo mando a dicho mi Virrey que, en la primera 
ocasión que se ofrezca, me dé cuenta con toda especialidad de haberlo 
ejecutado en la forma que vá expresada, remitiendo a mano de mi 
infrascripto Secretario los Autos y diligencias que sobre todo lo refe­
rido se hicieren y ofrecieren para hallarme enterado de su efectivo 
cumplimiento. Y así mismo mando a mi Audiencia Real de México 
que por su parte lo ayude y fomente de forma que tenga cumplimien­
to todo lo contenido en este Despacho y en los Mandamientos citados 
de mis Virreyes Marqués de Mancera y Conde de la Mondoba, y que 
luego y sin dilación alguna envie al dicho mi Consejo los autos del 
litigio que en ella penden y cita el dicho Custodio Fray Martín de 
Herrán en su carta de 20 de Mayo de 1688 — que así combiene'al ser­
vicio de Dios y mió.

(Cedulario índico, tomo V, número 258.)

IV

REPARTO DE TIERRAS EN PUERTO RICO

141. El Pardo 14 de Enero de 1778. El Rey. Con presencia de lo 
representado por mi Governador y Capitán General de la Ysla de San 
Juan de Puertorrico y del Cabildo Secular y vecinos hazendados de 
ella en que manifiestan estar prontos aquellos Naturales a proporcio­
nar un arbitrio conque costear el vestuario y armamento de las Mi­
licias disciplinadas de aquella Ysla, para lo qual propusieron como 
mas conveniente el impuesto del Real y quartillo por cada Cuerda 
de Tierra de las de Estancias, y tres quartillos de Real en cada 
Cuerda de Hatos, si se les concediese la propiedad de Tierras que 
hasta ahora han tenido en uso los vecinos de allí. Deseoso Yo siem­
pre de facilitar a mis fieles Vasallos todos los auxilios posibles : He
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venido en conceder a los vecinos de la expresada Ysla la propiedad 
de tierras que solicitan con objeto de excitar a aquellos Naturales la 
aplicación al maior cultivo dellas con tal que lo verifiquen con la 
contrivución anual de un Real y quartillo por cada Cuerda de Tierra 
de Estancia y la de tres quartillos de Real por la de Cuerda de Hatos 
con el fin expresado de costear el citado Armamento y vestuario de 
las Milicias disciplinadas de dicha Ysla. Y para facilitar el arreglo 
de estos dos ramos de cría de ganados y agricultura, que son los 
principales de la Ysla, con una justa proporción a la calidad de los 
Terrrenos propios y adequados a cada uno, para que el maior fo­
mento del uno no debilite al otro: Mando al G-overnador de la Ysla, 
que nombrándose Ynteligentes ó los Hazendados de uno y otro ramo, 
con asistencia de Don Pedro Vicente de la Torre, la del Procurado r 
Síndico Personero y la de otro Rexidor de la Ciudad, con dos perso­
nas de providad, que diputará el G-overnador, para entender y au- 
thorizar el acto se proceda al reconocimiento y vista ocular de tod o 
el terreno que comprende la Ysla: señalando las Tierras mas apro­
pósito para la labor, y la clase, ó género de frutos que en cada una 
de ellas se haya de sembrar según su respectiva calidad, dexando 
también con señalamiento formal los terrenos adequados para los ha­
tos y criaderos de toda clase de Ganados con concepto á los mas 
convenientes y útiles á la Ysla, y á los que necesiten de maior fo­
mento, atendida la decadencia que entre otros experimenta el ganado 
de Lana fixando sus hitos y mojones, para que en todo tiempo conste 
de la separación de Terrenos y su destino y se eviten contiendas ; 
para lo qual auttorizo y doy facultad a mi Governador Capitán Ge­
neral de la Ysla a efecto de que en vista de estas diligencias haga el 
formal señalamiento, separación y aplicación en propiedad á cada 
vecino de las tierras que hasta ahora hayan tenido en uso para sus 
Criaderos y Sementeras según les cupiere por efectos de la citada 
vista ocular y señalamiento que se prescriba, expedi éndoles los 
despachos correspondientes en mi Real nombre. Pero con la calidad 
que si algunos ó alguno no la trabajasen en el todo, ó en la maior 
parte, ó descuidaren en el fomento de los destinos á que se hayan 
aplicado en virtud del reconocimiento y vista Territorial que ordeno, 
tanto de terrenos para la Agricultura, como para Criaderos, ó Ha­
tos, conforme a la constitución, y necesidad de la Ysla, pueda y 
deba el governador, interpelados que sean primeramente para la 
aplicación é industria en estos ramos, separarlos, y absolutamente 
rescindirles la propiedad, posesión, y uso de las mismas Tierras, y 
Terrenos que así abandonasen, ó no cuidasen de que prosperen, y
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aplicarlas y concederlas con el mismo titulo de propiedad á otros 
vecinos y Naturales, en quien se asegure la debida aplicación y pro­
porción, precediendo para ello la debida calificación del hecho, Au­
diencia del interesado y sentencia declaratoria de Juez competente, 
quedando abierto el recurso de apelación conforme á derecho á la 
Real Audiencia de Santo Domingo. Y debiendo considerarse por re­
sultas de la operación que se encarga, varias Tierras y terrenos Val- 
dios, que hasta ahora no hayan tenido Dueño temporal a quien en 
uso correspondan; Prebengo asimismo á mi governador Capitán Ge­
neral de la Ysla, que en estas Tierras y Terrenos debe aplicar al 
Duque de Crillon las quatro leguas de Tierra deque le hice merced 
bajo los términos que contiene mi gracia; y lo que quedare sobrante 
aplicados los Terrenos, Pastos, y Abrevaderos, que con nombre de 
Egidos disponen las Leyes de Yndias tengan las Ciudades, villas y 
Poblaciones de América lo distribuya con el privilegio de propiedad 
entre los Naturales y habitantes de allí, que tengan mas proporción, 
prefiriendo á los menos acomadados que requieran este auxilio para 
mejorar de suerte, y reducida constitución á fin de evitar que toda la 
felicidad y prosperidad que mis Reales intenciones desean comunicar 
á esta Ysla se refunda y estanque en un corto número de pudientes, 
dexeando al maior de aquellos Vasallos en la clase de unos meros Jor­
naleros y mercenarios de estos otros; procediendo con la misma con­
sideración en el repartimiento de las tierras y terrenos que declare 
vacantes por la flogedad y desidia que las tenían según la forma que 
queda expuesta. Y para que estas importantes diligencias actuadas 
según se espera con la justificación, arreglo, y conocimiento, y arre­
glo que demandan, sirvan de regla en lo subcesivo que explique 
tanto la demarcación y destino de tierras y sus aplicaciones, como de 
gobierno á los que quedaren por Dueños de ellas para el exacto des­
empeño de sus respectivas obligaciones por menor, y á los Governa- 
dores que por tiempo fueren de luz y guia, para hacerlos observar. 
Mando á mi Governador y Capitán General de la Ysla que concluida 
la operación, adjudicación, y señalamiento de Tierras en la forma 
prevenida forme un Código de Ordenanzas, poniendo por cabeza un 
Cattálogo ó Lista de todos los repartimientos que se hicieren, me­
dida de cada uno, sugetos a quienes se adjudiquen, y designación de 
la calidad y frutos a que se aplique cada parte de tierras, el todo 
extractado de los autos del deslinde general que deben formarse, y 
que así estos, como las expresadas Ordenanzas se me remitan por 
mano de mi Secretario de Estado y del Despacho de las Yndias, para 
su exámen y aprobación, sin que entre tanto se suspenda el uso do
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las adjudicaciones y goze de los sugetos á quienes se haya repartido. 
Para formar el ramo del giro y Comercio de aquella Ysla con estos 
mis Reynos de España : vengo en permitir la Siembra de Cañas dul­
ces, Pimienta, Malagueta, Algodón, Añil, Achote, Café y Gengibre, 
según y como se me propuso por mi Governador á representación do 
la Ciudad y Hacendados, con tal que las Sementeras y Plantíos se 
atemperen á las tierras que se graduasen propias á la producción de 
estos frutos, según el señalamiento que se execute. Y siendo infor­
mado, que para la Siembra de cañas dulces y establecimientos de 
Yngenios de Azúcar necesitan sacar de las Colonias inmediatas ex- 
trangeras algunos operarios inteligentes en todas sus maniobras y 
beneficio, y los aperos y utensilios correspondientes: Encargo extre- 
chamente á mi Governador Capitán General de la Ysla que solo pue­
de conceder las licencias necesarias para transportar el muy preciso 
número de operarios, con tal que sean Cattólicos Romanos que me 
juren el Omenage de fidelidad y vasallage, y prohivición de que 
puedan tratar, ni comerciar directa ni indirectamente; celando igual­
mente que solo se transporten el mas preciso número de utensilios, 
cuidando con el mayor zelo y precaución que á su sombra no se ac­
túe el trato ilícito. A fin de que logre el maior fomento la Agri­
cultura de la expresada Ysla y de su Comercio con este Reyno: He 
tenido por conveniente conceder á aquellos Naturales la siembra y 
cultivo del Tabaco y Cacao para que ambos frutos puedan venir á 
España, y extraerlos para los Reynos Extrangeros en la forma que 
le está concedido a la Real Compañia de Caracas por lo respectivo al 
Tabaco. Y para que prospere el giro del Comercio del azúcar con este 
Reyno, y se extinga el perjudicial abuso de no beneficiar la purga 
para los Aguardientes: He tenido por conveniente prohivir la fábrica 
de ellos á los que no lo verifiquen de la purga del Azúcar, permitién­
dose los puestos públicos para la venta sólo á los que hagan constar 
la reducción de la purga en este licor, bajo la contribución de 6 pe­
sos por cada barril. Siendo uno de los principales puntos de mis 
Reales intenciones el aumento de la Población de mis Dominios y la 
recta administración de justicia en ellos: He venido en conceder el 
nombramiento de Villas con Cabildo, justicia y regimiento en los 
propios términos que lo está la de San Jerman a los tres Pueblos 
nombrados la Aguada, Areeibo y Coamo ; asignándoles por partido 
á la primera Manaty, Utuado, y Tuna; A la segunda, la Agriadilla, 
la Moca, el Rincón, y el Pepino; y para la tercera, Ponce, Goayama, 
y Cayeydo, Maesas, ciñéndose en todo a las Leyes que tratan de la 
materia. Para evitar los fraudes, y abusos que se practican contra
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mis Reales intereses en la Población de la Aguadilla con la denomi­
nación de San Carlos y Maria de la Victoria: He resuelto establecer 
allí un Teniente de oficial Real con algún otro dependiente y escribano 
que hagan todas las funciones del Ministerio de Oficiales Reales para 
que exijan, y celen los derechos que me pertenecen. Y para que se 
tenga entendido que así es mi voluntad cometo esta mi Real Cédula 
á mi Governador Capitán General de la expresada Ysla de Sn Juan 
de Puerto-Rico á efecto de que la cumpla y haga cumplir en todas sus 
partes, tomándose razón de ella en la Contaduría General de mi Con­
seja de Indias. — Yo el Rey. —Josef de Galvez.

(Archivo Histórico. Cedulario índico, tomo XXXV, 718, b, página 142 
vuelta.)

V

SOBRE EL DESTINO DE LOS CENSOS VACOS Y MEJOR RÉGIMEN 

DE LAS CAJAS DE COMUNIDAD (1)

...Decís (2) que sería de mucha consideración averiguar a quien 
pertenecen los juros que en favor de los indios están impuestos en 
todo ese Reino así los que tienen sobre mi Real Hacienda, como so­
bre otras muchas de particulares, especialmente ocho mil pesos enss d”, 
de principales que se impusieron en potosí sobre la hacienda de Joán 
de pendonor, franc0 de Guzman, Pablo de Cozo y compañía en el sa- 
mayo de los azogues y sus fiadores, de que resultaran dos bs°, efec­
tos, el primero que muchos de ellos, no tienen dueño por no haber 
quedado en los pueblos a que pertenecieron personas vivas de que 
tengan razón estos juros. Y los que se hallaren desta calidad, se me 
podrían de derecho aplicar. El segundo, que por el descuido de las per­
sonas que los han administrado y administran passado han las ha­
ciendas sobre que están impuestos así de principales como de fiado­
res, en tercero cuarto quinto y décimo poseedor, sin que ninguno 
haya reconocido el censo que sobre ellas está, y por esta razón se co­
bran mal de los principales, y es causa de los rezagos, que no habría 
si se buscase e hiciesen diligencias contra las haciendas obligadas, y

(1) Carta del Rey al Virrey del Perú, príncipe de Esquilache, 28 de 
marzo ele 1620 ; en respuesta a la del Virrey, de 16 abril de 1619.

(2) Los párrafos precedentes de la carta tratan de materias que no inte­
resan a nuestro objeto.
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que esto es tan importante que si se omitiese el ponerlo en ejecución, 
en pocos años se perderá la mayor parte de estas rentas; y este capit’ 
viene con alguna equivocación porque para su mejor inteligencia fuera 
bueno tenerla muy explícita de cada caso, y fundass0” particular de 
censo ; presupuesto que juros se llaman los que se venden con auto­
ridad Real sobre mi Hacienda y que Censos los que se ponen por los 
particulares mediante las referidas hipotecas de los Bienes sobre que 
se sitúan y fundan y cargan ; y la diferencia no está en el nombre 
solamente sino en otros muchos efectos que de esto dependen y así 
todo lo que en esa parte proponéis se reduce a dos puntos; el pri­
mero, si los censos impuestos en favor de comunidades o consejos de 
Indios cuyas universidades, se han extinguido, y este derecho de co­
branza de réditos y principales me pertecerá a mí, como bienes va­
cantes o prederelicto, y esto se debe considerar que aunque las uni­
versidades se hayan reducido a dos o tres, un vecino se conserva y 
cuando todos fueran acabados, los platiquéis volver a introducir en 
nuevos pobladores, los cuales con el beneficio de esta hacienda se 
pueden traer a que pueblen, diciéndoles lo que pareciere necesario 
para que compren ganados y otras cosas titiles para la granjeria, se­
gún la disposición de la tierra y parecer. Claro que siendo ayudados 
con este dinero las poblaciones se conservarán y aumentarán, y de lo 
contrario resultaría despoblarse la tierra que es caso de tan mal go 
bierno como se ve. Y porque la codicia y mala inteligencia podrían 
haber causado esta despoblación porque los deudores de los censos y 
terceros de las hipotecas se queden con lo que deben, ante todas co­
sas, el Fiscal protector de los indios o la persona que parecerá más 
conveniente, ha de hacer- la cobranza de lo Pasado y venidero, la cual 
se ha de depositar por cuenta aparte en favor de dicha comunidad. 
Y si en las residencias que se hubiera tomado a los corregidores se 
ibueran cumplido las leyes y sus capítulos, pues es expreso que se 
tomen las cuentas y se cobre todo lo corrido y que se debiere de ré 
ditos y principal tocante a las comunidades, por ser vyeness ppMS y 
propios suyos, es cosa cierta que cesará esta duda, y por no se haber 
cumplido con las obligaciones, se ha venido al caso presente, lo cual 
es justo remediar en la forma referida, y hasta que se haya practi­
cado este remedio no es justo determinar si me pertenece. Y esto no, 
porque seria imposibilitar la restauración de esas poblaciones, así os 
encargo tengáis mucho cuidado, porque siendo esta hacienda de po­
bres y pública no es justo que yo me aproveche de ella, sino fuere 
habiendo precedido las diligencias referidas, y conforme a lo que de 
ellas resultare me avisareis para que se tome la resolución que más
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convenga. El segundo punto es de las hipotecas, que decís han pa 
sado a tercero, las cuales no han recaudado, y por esto se han ido 
extinguiendo por codicia, y este caso se ha de comenzar a remediar 
castigando al protector de indios, al Juez de residencia del Perú y al 
Fiscal y a todas las demás personas a cuyo cargo está la protección, 
cuenta y razón de estos vienes de comunidades y consejos, que ha 
sido culpa grave de los corregidores, no tener cuidado necesario. 
Y para remedio de lo pasado y venidero, advierto que las hipotecas 
y los censos ordinarios mediante la eficacia del pacto de no enagenar- 
los que es clausura ordinaria de todos los censos se ofrezcan quedar 
las hipotecas en los bienes y personas representadas que tomaren el 
censo, encargareis al protector de indios y al Fiscal que intenten la via 
executiva contra los poseedores de las hipotecas por su valor y efecto, 
el primero, para que paguen, el segundo para que reconozcan y obli­
guen, y de esta forma remediar a lo pasado y asegurar a lo venidero. 
Y en caso que los censos estén mal impuestos que faltare esta clau­
sura ordinaria, en tal caso se intentará la acción hipotecaria, obli­
gándoles a que reconozcan, y que dejen los bienes y cosas hipoteca­
das ; también se tendrá consideración a los herederos de los obliga­
dos para que en virtud de las obligaciones personales y reales en la 
general de los bienes referidos paguen lo que fueren a cargo de sus 
antecesores. El tercio punto es de los tercios impuestos y que corren, 
en los cuales se tendrá gravísima cuenta, al tiempo que se impongan 
se tenga el cuidado necesario para la recaudación. En este punto está 
mandado despachar las cédulas generales que se os mandan con estas 
por las que entendereis la orden que en ellas se dispone.

(Provisiones reales para el gobierno de las Indias, Biblioteca Nacional, 
manuscrito J, página 49-2988, fol. 1046-48.)


